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			RESUMEN

			El IVA, como impuesto neutral sobre el consumo, no había incorporado en su regulación fines extrafiscales medioambientales. Sin embargo, la modificación de la Directiva IVA que ha establecido la nueva estructura de tipos impositivos ha introducido cambios con una clara finalidad medioambiental, obligando a aplicar el tipo general a determinados productos más contaminantes y permitiendo alícuotas reducidas para algunos productos eficientes. El resultado efectivo de estas medidas verdes en un tributo como el IVA es controvertido, debido a su traslación parcial al precio final, su impacto perjudicial para la distribución de renta, los efectos rebote que puedan causar y otros problemas, que pueden hacer que el IVA no sea la figura idónea para convertirse en un “tributo verde”.
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			ENVIRONMENTAL INCENTIVES AND INDIRECT TAXATION: THE “GREEN VAT”

			Macarro Osuna, José Manuel 

			ABSTRACT

			VAT, as a neutral tax on consumption, had not incorporated environmental purposes into its regulation. Nevertheless, the modification of the VAT Directive that has established the new structure of tax rates has introduced changes with a clear environmental purpose, forcing the application of the standard rate to certain environmentally harmful products, and allowing reduced rates for some efficient products. The effective result of these green measures in a tax like VAT is controversial, due to its partial pass-through to final prices, the detrimental impact on income distribution, the rebound effects they may cause and other problems, which may make VAT not the ideal option to become a “green tax”.
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			1.	INTRODUCCIÓN: LA NEUTRALIDAD DEL IVA COMO IMPUESTO SOBRE EL CONSUMO PUESTA EN JAQUE POR OBJETIVOS EXTRAFISCALES (1)

			Para analizar con rigor el encaje y utilidad que puede tener la introducción de incentivos medioambientales, también considerados como la vertiente “verde” del IVA, debemos comenzar por hacer un breve recordatorio de las características esenciales de este tributo. Si seguimos la definición que ha hecho el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en su constante jurisprudencia sobre el IVA en vigor en la UE, se trata de un gravamen que está concebido como un impuesto de aplicación general a las transacciones que tengan por objeto bienes y servicios, y que tiene como objeto imponible el consumo, pero está configurado como un impuesto sobre las ventas multifásico, que se recauda en todas las fases de la cadena de producción y comercialización. Además, se trata de un impuesto con tipos de gravamen proporcionales, y cuyo funcionamiento depende de dos mecanismos: el de repercusión y el de deducción. El derecho de deducción de las cuotas de IVA soportadas en sus adquisiciones permite que los empresarios y profesionales eviten que este tributo se convierta en un coste económico para ellos, siendo un impuesto neutral para los sujetos pasivos.

			Sin embargo, cuando hablamos de la neutralidad fiscal como la clave de bóveda del IVA debemos ir más allá de la mera consideración del derecho de crédito que supone la deducción y su conformación como un gravamen sobre el consumo y no sobre los vendedores de bienes y servicios, ya que esto representa únicamente la dimensión competitiva de este principio jurídico. El principio de neutralidad fiscal puede definirse como «el principio jurídico por el que la tributación no debe afectar a la toma de decisiones económicas que afronten los distintos sujetos que actúen en el mercado» (2). 

			En este sentido, algunos autores han calificado a la neutralidad que debe regir el IVA como “medioambientalmente ciega”, una consideración que, en general, se puede hacer sobre este principio por ir en contra de la utilización del IVA para la búsqueda de fines extrafiscales (3). Sin embargo, somos conscientes de que el principio de neutralidad es un principio que puede ser subordinado a la obtención de otros fines que el poder legislativo entienda necesarios o recomendables, hasta el punto de alterar el equilibrio de mercado y condicionar las decisiones libres de sus participantes. La Directiva 2006/112/CE, de 28 de noviembre de 2006, relativa al sistema común del Impuesto sobre el Valor Añadido (en adelante Directiva IVA o DIVA), alberga innumerables excepciones y diferenciaciones que infringen la neutralidad fiscal, fundamentalmente en lo relativo al régimen de exenciones y de tipos reducidos (4). 

			La evolución de los tipos aplicables en el IVA comunitario es la historia de la impotencia de los esfuerzos armonizadores, causada por la resistencia de los EEMM a perder su capacidad de decidir discrecionalmente el gravamen a establecer y los sectores económicos que fomentar. Los inicios del IVA se caracterizaron por una gran libertad de actuación de los EEMM en este aspecto. La Segunda Directiva IVA apenas introducía requisitos ni criterios de armonización en la materia. La entrada en vigor de la Sexta Directiva, que supuso un impulso armonizador sin parangón en la mayor parte de elementos fundamentales del tributo, no alcanzó a la estructura de tipos, que continuó inmutable. Se mantenía la libertad casi absoluta por la que los EEMM podían articular tipos generales, aumentados y reducidos.

			La creación de un mercado único, sin embargo, requería de una armonización mayor en esta materia. Diversas iniciativas de la Comisión Europea destacaron la necesidad de una aproximación en los tipos impositivos, tanto de IVA como de los IIEE, para evitar que existieran distorsiones y desviaciones del comercio y perjuicios en la competitividad. No obstante, la aproximación de tipos que se aprobaría sería aún menos ambiciosa. La Directiva 92/77/CEE, de 19 de octubre de 1992, conocida como la Directiva de Aproximación de los tipos del IVA, establecería el armazón del sistema que, con pequeñas variaciones, permanece vigente hoy en día. 

			El abandono del régimen en origen y el cambio de dirección del impulso reformista en el IVA hacia un mejor funcionamiento del sistema vigente, así como un mayor cumplimiento del principio de neutralidad, ha fomentado que también se realice un análisis de los problemas y los puntos de complejidad causados por los tipos impositivos. En esta coyuntura, la Comisión Europea incluyó la diversidad de tipos impositivos dentro de las áreas básicas de estudio en el Libro Verde del IVA. Como afirma la Comisión en su Comunicación, la heterogeneidad de tipos, gracias a los mecanismos de corrección existentes para la aplicación del principio de tributación en destino, no perturba el mercado único, pero sí aumenta de manera importante su complejidad (5).

			Pese a que en 2008 se había iniciado un proceso de consulta sobre tipos reducidos, y se había emitido un Informe al respecto, en 2012 la Comisión volvió a la carga sobre este punto (6). Se abrió un nuevo proceso de consulta sobre los tipos reducidos, que se fundamentaba en las propuestas del Libro Verde. Uno de los puntos de reforma fundamentales se centraba en la abolición de los tipos reducidos sobre bienes y servicios cuyo consumo fuera desincentivado por otras políticas de la UE. Este podría ser particularmente el caso de bienes y servicios dañinos para el medio ambiente, la salud y el bienestar.

			Las reformas y propuestas de modificación de la normativa IVA que ha habido no han sido, en general, impulsadas por motivos medioambientales. Las razones más comunes han sido las necesidades recaudatorias –que han solido impulsar eliminaciones de tipos reducidos–, cuestiones de competitividad o de integración territorial del mercado interior. No obstante, aunque no han sido trasladados a propuestas específicas, sí ha habido solicitudes para tener en cuenta aspectos ecológicos en la configuración del IVA. En 2008, Francia y el Reino Unido arguyeron que el IVA podría constituir una herramienta adecuada para impulsar el uso de productos respetuosos con el medio ambiente. La Comisión Europea respondió que para adoptar una medida de este cariz hacía falta hacer un estudio en profundidad sobre el impacto de estos tipos reducidos. También el Parlamento Europeo, en 2018, planteó priorizar la aplicación de tipos reducidos a bienes que tuvieran un impacto positivo en el medioambiente, y en esta ocasión la Comisión rechazó la idea afirmando que esta medida debilitaría el cumplimiento del principio de que los tipos reducidos deben perseguir el interés general, y el objetivo de que beneficien únicamente a los consumidores finales (7). 

			2.	LA ESTRUCTURA DE TIPOS VIGENTE HASTA 2025 EN LA DIRECTIVA IVA Y EL ORDENAMIENTO ESPAÑOL

			La Directiva IVA recoge en su Título VIII la regulación sobre los tipos impositivos que deben regir en este tributo. Si atendemos al sistema que ha estado vigente, con modificaciones puntuales, desde la Directiva de aproximación de tipos de 1992, y que seguirá en vigor hasta 2025, encontramos, en primer lugar, el régimen general de tipos que deben seguir los Estados miembros, y que cuenta con la siguiente estructura:

			−	Un tipo impositivo normal de IVA, que no podrá ser inferior al 15%, aplicable a todas las entregas de bienes y prestaciones de servicios que no se beneficien de una alícuota inferior (8).

			−	La posibilidad de que los Estados miembros apliquen uno o dos tipos reducidos a las categorías de bienes y servicios contenidos en el Anexo III de la Directiva IVA (9). Dichos gravámenes reducidos no podrán ser menores del 5% y, siguiendo lo que ya había afirmado la Segunda Directiva, deberán establecerse de modo que «permita normalmente deducir la totalidad del impuesto para el que se conceda el derecho a la deducción» (arts. 98 y 99 DIVA).

			−	En los términos establecidos por los arts. 102 y 103 de la Directiva IVA, se establece la posibilidad de aplicar tipos reducidos a «las entregas de gas natural, electricidad o calefacción urbana», y a determinadas «importaciones de objetos de arte, de colección o antigüedades».

			−	Además, la modificación de la Directiva para permitir la aplicación de tipos reducidos a los libros, revistas y periódicos electrónicos provocó que se introdujese un tercer apartado en el art. 99. Esta disposición permite a los EEMM aplicar a estos servicios por vía electrónica alícuotas inferiores al 5%, e incluso tipos 0, cuando sus homólogos en formato físico disfrutaran de dicho tipo inferior.

			Junto con el tipo general y los tipos reducidos, el aspecto fundamental que caracteriza a la estructura de tipos impositivos del IVA de la UE vigentes hasta la entrada en vigor del nuevo sistema en 2025 es la existencia de determinadas excepciones nacionales para transacciones o regiones específicas (10). Como ya hemos comentado, el principio de tributación en destino posibilita que exista esta disparidad de tipos impositivos sin que se distorsione radicalmente el mercado interior, aunque puedan darse algunos fenómenos de cross-border shopping. Los tipos excepcionales son los que exponemos a continuación:

			−	Se permite la utilización de tipos reducidos inferiores al 5% o tipos cero (exenciones con derecho a deducción) cuando vinieran siendo utilizados por los EEMM con anterioridad al 1 de enero de 1991. La continuidad de estos tipos depende de que se ajusten al Derecho de la UE, y se concederán «por razones de interés social bien definidas y en favor de los consumidores finales». Entre ellos cabe destacar la posibilidad que establece el art. 112 para la República de Irlanda, a la que se permite aplicar estos tipos reducidos para el suministro de productos energéticos para calefacción y alumbrado.

			−	Tipos súper-reducidos (menores del 5%) aplicables a las categoría del Anexo III, a la ropa y calzado infantiles y a la vivienda, para aquellos Estados que el 1 de enero de 1993 tuvieran que incrementar su tipo general en más del 2%, fundamentalmente España y Luxemburgo (art. 114 DIVA).

			−	Los conocidos como parking rates, por los que aquellos EEMM que el 1 de enero de 1991 estuviesen aplicando tipos reducidos a bienes y servicios no contenidos en el Anexo III podrán seguir aplicándolos, debiendo estos tipos ser inferiores al 12%, y que se aplican en Austria, Bélgica, Irlanda, Luxemburgo y Portugal (arts. 118 y ss. DIVA).

			−	Además, la Directiva IVA contempla excepciones concretas para algunos EEMM, que podrán aplicar tipos reducidos en transacciones específicas, algunas con carácter permanente y otras de manera temporales, o para su aplicación en algunas regiones específicas. Por ejemplo, debido a su implicación medioambiental, cabe destacar el art. 104 bis, que permite a Chipre aplicar un tipo reducido al «suministro de gas de petróleo licuado (GPL) en cilindros». Otras disposiciones especiales no se encuentran restringidas a países concretos. Entre ellas podemos destacar, también por el impacto ecológico que representan, el caso específico recogido en el art. 122 DIVA, que permite a los EEMM aplicar tipos reducidos «a las entregas de plantas vivas y otros productos de floricultura, incluidos bulbos, raíces y otros productos análogos, flores cortadas y hojas ornamentales» y, sobre todo, «a la madera para leña».

			El citado anexo III de la Directiva IVA establece el elenco de entregas de bienes y prestaciones de servicios que pueden estar sujetos a tipos reducidos. Muchos de los puntos incluidos responden a diversos fines extrafiscales, permitiendo que los EEMM los fomenten con gravámenes inferiores: el acceso a espectáculos culturales; la promoción del deporte; el citado suministro de libros, periódicos y revistas, etc. No obstante, como podemos apreciar, las menciones que tiene la Directiva IVA a cuestiones medioambientales son muy limitadas, o casi inexistentes. Por el contrario, los citados artículos 102 y 122 permitían –el primero previa consulta al Comité IVA– poner alícuotas reducidas a determinados combustibles con alto potencial contaminante, como el gas o la madera para leña, y a la producción de electricidad y calefacción, sin tener en cuenta el combustible o la forma de obtener dicha energía. 

			Si nos fijamos en nuestro país, el art. 91.Uno.1.3º LIVA establece un tipo reducido para «fertilizantes, residuos orgánicos, correctores y enmiendas, herbicidas, plaguicidas de uso fitosanitario o ganadero», sin diferenciar si son químicos o no, ni discriminando por su impacto medioambiental. Además, como respuesta a los incrementos de precios de la energía, el tipo de gravamen de la electricidad y de determinados productos energéticos, sujetos normalmente al tipo general, ha sido rebajado con carácter temporal. El Real Decreto-ley 20/2022 (11), de 27 de diciembre, prolongó durante todo 2023 la aplicación de un tipo reducido del 5 por 100 a las entregas, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de energía eléctrica (12). También durante todo el año 2023 se redujo la alícuota IVA al 5% para la venta de gas natural, briquetas y pellets procedentes de la biomasa, y a la madera para leña (13). La rebaja de tipos impositivos de estos productos energéticos se ha prorrogado durante todo el año 2024, si bien la reducción será de menor cuantía. Concretamente, el Real Decreto 8/2023, de 27 de diciembre, recupera en su art. 21 el tipo reducido del 10% para los mismos productos que se beneficiaban del tipo del 5% en 2023 (14). 

			Si nos fijamos en otros países de la Unión, vemos que la tónica general no ha sido establecer exenciones o fijar tipos reducidos para bienes y servicios que sean respetuosos con el medio ambiente, sino más bien lo contrario. A los ejemplos ya enunciados de España y Chipre, podemos mencionar muchos otros que han venido aplicándose en los últimos años. Bélgica ha venido aplicando un tipo parking del 12% al carbón, coque y al lignito, uno de los tipos de combustibles fósiles que tiene mayor impacto en gases de efecto invernadero. Irlanda también ha establecido un tipo parking del 13,5% para el combustible para energía y calefacción, carbón, gas, etc. También Luxemburgo aplica una alícuota del 14% a combustibles fósiles sólidos, minerales, y madera como combustible, y otra del 8% para gas usado para calefacción, iluminación y combustible de vehículos (15). Francia aplica un tipo reducido del 5,5% para determinadas entregas de gas natural, electricidad y servicios de calefacción urbana, si bien para algunos de estos tipos exige que al menos el 50% de la energía se haya obtenido de fuentes renovables. Alemania reduce su tipo al 7% para madera para leña y uso industrial, mientras que Lituania aplica un gravamen reducido del 9% para la calefacción urbana y la madera para leña.

			Además, debemos tener en cuenta los efectos que ha producido la subida del precio de la energía acaecida desde 2021 derivada de la guerra de Ucrania y del incremento de la demanda agregada tras la pandemia. La inflación reflejada en los productos energéticos ha llevado a que, como España, un elevado número de Estados miembros haya aplicado medidas para contener este shock de precios, y reducir el impacto en la población. Dentro de las diversas iniciativas impulsadas, como el control directo de precios o la creación de subvenciones, las bajadas transitorias del tipo de IVA aplicable a estos productos han sido generalizadas. A la reducción ya comentada en nuestro país podemos añadir la bajada que ha aplicado Italia para el gas natural y los transportes (del tipo general al 5%); la implementada por Bélgica y Países Bajos, minorando respectivamente al 6% y el 9% el IVA aplicable a la electricidad para consumo residencial, al gas y la calefacción urbana; la utilizada por Irlanda hasta octubre de 2024, en la que reduce aún más el IVA de los productos energéticos, hasta el 9%; o la aplicación de Polonia de un porcentaje del 5% para la electricidad y la calefacción urbana (16).

			Por el contrario, también se pueden encontrar algunos tipos reducidos con una finalidad medioambiental, si bien están muy poco extendidos y su alcance es excesivamente parco (17). Por ejemplo, la República francesa ha ampliado el alcance del tipo reducido del 5,5% a trabajos de renovación energética y de aislamiento térmico, así como la instalación de infraestructura de carga de vehículos eléctricos. Esto se sumaría al condicionante galo de que, para poder beneficiarse del tipo reducido, los servicios de calefacción urbana tengan que provenir al menos en un 50% de energías renovables. También los Países Bajos han establecido una alícuota rebajada para la instalación de aislamiento energéticamente eficientes para suelos, paredes y tejados de viviendas de más de dos años de antigüedad. Italia, por su parte, aplica desde 2020 un IVA reducido a las instalaciones solares y fotovoltaicas de producción y distribución de energía. 

			Los parlamentarios de algunos países, como Francia, han planteado la introducción de tipos de IVA para productos respetuosos con el medioambiente, pero estos no han sido aprobados por no ser compatibles con la Directiva IVA. De hecho, la utilización de la política medioambiental como fin extrafiscal para establecer tipos reducidos que excedan el elenco de bienes y servicios permitidos por la Directiva IVA, o que se acojan a otros intereses sociales, ha sido una cuestión controvertida que ha tenido que afrontar el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (en adelante TJUE). 

			El Reino Unido introdujo una medida en la que se establecía un tipo reducido para promover el uso de materiales de ahorro energético para viviendas y edificios usados para fines no lucrativos, bajo el argumento de servir a fines medioambientales y de política social. La motivación fundamental que subyacía a la aplicación de este tipo reducido era servir a objetivos de política medioambiental. La Comisión Europea inició un procedimiento de infracción, pues consideró que esta alícuota rebajada no tenía cabida dentro de los puntos 10 y 10.bis del Anexo III, que permiten tipos reducidos respectivamente para el «Suministro, construcción, renovación y transformación de viviendas proporcionadas en el marco de la política social», y para la «Renovación y reparación de viviendas particulares, excluidos los materiales que supongan una parte importante del valor del servicio suministrado». 

			El Tribunal de Justicia de la Unión Europea dictaminó sobre la corrección de estos tipos reducidos en su sentencia de 4 de junio de 2015, Comisión contra el Reino Unido, asunto C-161/14 (18). El TJUE analizó el tipo reducido introducido por el Reino Unido desde la óptica de ambos puntos del Anexo III. Respecto del primero, afirmó que para la introducción de este tipo reducido es necesario la existencia de razones de interés social o que se apliquen a la política social de vivienda, por lo que los fines medioambientales no serían justificación suficiente por sí mismos (ap. 23). El Reino Unido alegó que la disposición controvertida, basada en el art. 110 DIVA, respondía al objetivo de interés social de mejorar la calidad del alojamiento y la protección de la salud de la población (19). 

			El Tribunal de Luxemburgo, pese a reconocer que la Directiva IVA no contempla una definición específica de objetivos sociales o de política social, siendo esta una cuestión que deben implementar los Estados miembros, consideró que no pueden usarse para otros fines (20). Por ello, aunque los objetivos perseguidos con el suministro e instalación de materiales eficientes energéticamente fuesen legítimos (21), consideró que no podía beneficiarse de un tipo reducido por no responder a un objetivo exclusivo o principal de interés social, dado que no se diferenciaba entre los hogares que vivían en dichos alojamientos en función de niveles de renta, edad u otros criterios. Por tanto, de esta sentencia se puede colegir que los objetivos medioambientales no pueden considerarse idénticos al concepto de política social, y que tampoco suponen una justificación suficiente para infringir o no considerar los requisitos que plantea la Directiva IVA para la aplicación de tipos reducidos con otra finalidad extrafiscal específica (22).

			3.	LOS OBJETIVOS MEDIOAMBIENTALES DE LA COMISIÓN Y SU IMPACTO EN EL IVA

			La creciente conciencia global sobre la necesidad de alcanzar la neutralidad climática en la mitad de siglo, de acuerdo con los objetivos del acuerdo de París de 2015, ha llevado a que se impulsen transformaciones drásticas que permitan reducir las emisiones de gases de efecto invernadero (23). Muchos de los cambios planteados para alcanzar estas metas tienen naturaleza tributaria, y algunos de ellos afectan específicamente al IVA (24). 

			En 2019, la Comisión Europea publicó su COM(2019) 640 final, de 5 de junio de 2019, Comunicación de la Comisión al Consejo Europeo, al Comité Económico y Social y al Comité de las Regiones, El Pacto Verde Europeo. En este Green Deal europeo, el Ejecutivo de la Unión especificó la importancia de alcanzar una «Ecologización de los presupuestos nacionales» y una «emisión de las señales de precios correctas». Se planteó acometer reformas fiscales que impulsaran la resiliencia frente a las perturbaciones climáticas, al tiempo que se estimulara el crecimiento económico y se contribuyese a una sociedad equitativa y a una transición justa. La idea de la Comisión era que las reformas tuviesen un impacto en los precios de manera que se fomentaran comportamientos sostenibles por parte de productores y usuarios. Junto con la eliminación de subvenciones a los combustibles fósiles y el «desplazamiento de la carga tributaria desde el trabajo hacia la contaminación», la Comisión afirmó expresamente la importancia de adoptar su propuesta sobre tipos IVA, para que los EEMM pudieran «hacer un uso más selectivo de los tipos del IVA que refleje el aumento de las ambiciones medioambientales, por ejemplo, para el fomento de la producción de frutas y hortalizas ecológicas».

			También en la Comunicación de la Comisión sobre el Plan de acción para la economía circular se recoge la importancia de desarrollar una política económica adecuada para alcanzar la transición ecológica (25). Uno de los principales objetivos que se marca la Comisión para mejorar los efectos de la economía circular es avanzar en la fiscalidad ambiental –como los impuestos sobre vertidos e incineración– y, más concretamente, fomentar el IVA verde, permitiendo a los EEMM utilizar tipos reducidos «para promover actividades de economía circular destinadas a los consumidores finales, como, por ejemplo, servicios de reparación».

			En la Comunicación sobre el plan de acción para una fiscalidad equitativa y sencilla que apoye la estrategia de recuperación, la Comisión confirma que el sistema tributario que pretende diseñar debe jugar un papel importante en la transición verde. Tras reiterar los objetivos medioambientales del Pacto Verde Europeo, el Ejecutivo de la Unión repite la importancia de establecer impuestos medioambientales que proporcionen las señales de precios correctas y los incentivos adecuados a los agentes económicos «para fomentar un consumo menos contaminante y contribuir al crecimiento sostenible» (26). 

			Junto con las propuestas comentadas de reducir la tributación del trabajo y reforzar la fiscalidad de la energía y la creación del mecanismo de ajuste en frontera de las emisiones de carbono, la Comisión también involucra al IVA en las medidas de fiscalidad verde y de crecimiento sostenible. Concretamente, alude a la negociación de la propuesta sobre tipos IVA, que otorgaría flexibilidad a los EEMM para establecer sus propias alícuotas, lo que les «permitirá armonizar mejor la política del IVA con los objetivos medioambientales y sanitarios» (27). Esta Comunicación también hace referencia a las exenciones contenidas en la Directiva IVA respecto al sector del transporte de pasajeros, anunciando la formulación de una propuesta para que estas se revisen y se garantice su coherencia con los objetivos de Green Deal europeo (28).

			Dado que, como veremos a continuación, el Consejo aprobó la propuesta sobre los tipos reducidos de IVA, los paquetes de medidas más recientes sobre objetivos medioambientales no han incidido en el IVA, aunque sí hayan planteado nuevas medidas tributarias. Nos referimos al paquete legislativo propuesto por la Comisión el pasado 28 de marzo de 2023, denominado “Objetivo 55/Fit for 55”, y que está encaminado a reducir las emisiones netas de gases de efecto invernadero en un 55% de aquí a 2030 (respecto a los niveles de 1990), con el fin último de lograr la neutralidad climática en 2050. Este plan es cumplimiento del paquete de medidas presentadas por la Comisión Europea en 2019 del Pacto Verde Europeo. Dentro de las distintas medidas aprobadas, hay un paquete que afecta a la fiscalidad, muchas de las cuales han sido aprobadas por el Consejo el 20 de abril de 2023 (29). Concretamente, se impulsa el Mecanismo de Ajuste en Frontera por Carbono; se modifica el sistema de comercio de derechos de emisión, incluyendo el transporte marítimo y modificando el cálculo de las emisiones de la aviación; y se revisa la Directiva 2003/96/CE sobre la fiscalidad de la energía, para adaptarla la tributación de los productos energéticos a los objetivos medioambientales de la UE.

			4.	LA NUEVA DIRECTIVA SOBRE TIPOS IMPOSITIVOS DEL IVA Y SU IMPACTO SOBRE CUESTIONES MEDIOAMBIENTALES

			4.1.	Una estructura de tipos impositivos más flexible y mayor igualdad en la aplicación de las excepciones

			El 7 de diciembre de 2021 el Consejo de la UE acordó aprobar la propuesta de la Comisión sobre una nueva estructura más flexible de tipos impositivos de IVA (30), que se ha traducido en la Directiva (UE) 2022/542 del Consejo, de 5 de abril de 2022, por la que se modifican las Directivas 2006/112/CE y (UE) 2020/285 en lo que respecta a los tipos del impuesto sobre el valor añadido (en adelante nueva Directiva de tipos). Aunque en la propuesta de la Comisión no se atisban alusiones específicas a cuestiones medioambientales (31), el Parlamento Europeo, en su resolución sobre esta Comunicación sí propuso la introducción en distintos puntos de la importancia de tener en consideración los aspectos verdes a efectos de aplicar tipos reducidos del impuesto (32). El texto definitivo de la Directiva contiene diversas menciones a la ecología como finalidad extrafiscal a tener en consideración en la reforma de los tipos impositivos del impuesto. El nuevo sistema de tipos reducidos está orientado a «beneficiar al consumidor final y perseguir objetivos de interés general», y dentro de estos fines, se menciona expresamente el Pacto Verde Europeo. 

			El considerando cuarto de la Directiva 2022/542 afirma que «los Estados miembros deben tener la posibilidad de contribuir a una economía verde y climáticamente neutra» a través de dos clases de medidas distintas: por un lado «mediante la aplicación de tipos reducidos a suministros respetuosos con el medio ambiente», y por otro, a través de «la eliminación progresiva del trato preferencial vigente para suministros perjudiciales para el medio ambiente». 

			Las nuevas disposiciones sobre tipos de gravamen entrarán en vigor el 1 de enero de 2025. Como hemos venido comentando, la mayor flexibilidad que se consiente a los EEMM para establecer tipos reducidos se fundamenta en el principio de tributación en destino (33). De hecho, el considerando 2º de la propia Directiva 2022/542 afirma que, con las actuales reglas de localización, una mayor diversidad de tipos «no perturbaría el funcionamiento del mercado interior ni crearía distorsiones de la competencia». Esta reforma mantiene un tipo de gravamen general mínimo del 15 por 100, pero admite la posibilidad de que los Estados miembros puedan introducir otros cuatro tipos por debajo de este umbral estándar. En concreto, los países podrían establecer dos tipos reducidos de entre el 5% y el tipo estándar que elijan, un tipo superreducido inferior al 5% y, finalmente, una exención de IVA con derecho a deducción del IVA soportado (tipo 0). 

			Para evitar una proliferación excesiva de tipos reducidos en los Estados miembros, que pueda dañar el principio de igualdad de trato y el de neutralidad fiscal, los tipos reducidos no inferiores al 5 por 100 podrán aplicarse a un máximo de 24 productos de los contenidos en los puntos del nuevo Anexo III de la Directiva (34). Por su parte, el tipo inferior al 5 por 100 y el tipo cero podrán aplicarse a productos de un máximo de 7 puntos de dicho Anexo que cubran determinadas necesidades básicas marcadas por la Directiva (35). El nuevo art. 98.2 DIVA limita la posibilidad de aplicar estos tipos inferiores al 5% y cero a los puntos 1 a 6 y 10 quater del Anexo III.

			Sin embargo, la Directiva 2022/542, que debía fijar, de una vez por todas, un régimen definitivo homogéneo y uniforme sobre tipos impositivos, sigue reconociendo y aceptando la existencia de excepciones al nuevo sistema establecido. Así, los EEMM que antes de 2021 aplicaran el tipo súper reducido o el tipo cero a productos del Anexo III distintos de los permitidos para estas alícuotas inferiores al 5%, podrán seguir haciéndolo (art. 105 bis.1 DIVA) (36). Además, si estos tipos súper reducidos o cero venían siendo aplicados a más de siete de los puntos permitidos en el Anexo III, los Estados miembros podrán seguir utilizándolos, si bien a partir de 2032 deberán limitar su alcance a los 7 puntos del Anexo III comentados (art. 98.2 DIVA in fine) (37). 

			Al menos, en aras del principio de igualdad de trato, se ha articulado un sistema para que las excepciones se generalicen y sean aplicables a todos los países de la Unión. El art. 105.bis.1 establece que el resto de países de la Unión podrán aplicar estos tipos excepcionales a las mismas operaciones, y en las mismas condiciones, que podrán implementar los Estados miembros que estuvieran aplicando los tipos súper-reducidos o cero el 1 de enero de 2021, y a los que se les permite seguir usándolos. 

			Una solución similar, también parcialmente sujeta a término, se da para los EEMM que estuvieran aplicando antes del 1 de enero de 2021 tipos reducidos a productos no recogidos en el Anexo III. Si los tipos fuesen inferiores al 12% –incluidos súper reducidos o cero–, los países podrán seguir aplicándolos hasta 2032. Si fuesen no menores al 12%, podrán seguir aplicándolos sine die. En este último supuesto, como ocurría en el caso anterior, y en coherencia con el principio de igualdad de trato, se posibilita de nuevo que el resto de EEMM puedan adoptar las mismas medidas excepcionales consentidas para países específicos de la Unión. 

			4.2.	El reconocimiento expreso de fines medioambientales y su impacto en los tipos impositivos

			El considerando 6º de la Directiva de tipos expone la justificación del trato preferencial a los puntos 1 a 6 Anexo III DIVA, que contienen los productos que satisfacen dichas necesidades básicas, pero no hace referencia a la finalidad medioambiental, pues se refiere a «productos alimenticios, agua, medicamentos, productos farmacéuticos, productos sanitarios y de higiene, transporte de personas y algunos artículos culturales (libros, periódicos y revistas)» (38). No obstante, el considerando 7º viene dedicado por completo a la creación del nuevo apartado 10 quater en el Anexo III, relativo a la inclusión de los paneles solares entre dichos siete puntos que pueden beneficiarse de un tipo súper reducido o cero: «Suministro e instalación de paneles solares en viviendas familiares, alojamientos y edificios públicos y de otro tipo utilizados para actividades de interés público, y a proximidad de estos». El argumento que expone la Directiva es que esta incorporación, que fomenta con tipos reducidos la transición hacia fuentes de energías renovables y la autosuficiencia energética de la UE, está en consonancia con los compromisos medioambientales de la Unión en materia de descarbonización y con el Green Deal. 

			El tipo impositivo de la instalación de paneles solares y placas fotovoltaicas para autoconsumo en España ha tenido que ser aclarado por parte de la Dirección General de Tributos (en adelante DGT), ya que se han planteado dudas acerca de cuándo estas instalaciones pueden acogerse al tipo reducido del 10% recogido en los artículos 91.Uno.3.1º y 91.Uno.2º.10º de la Ley del IVA, es decir, cuándo se consideran, respectivamente, como ejecuciones de obra de renovación y reparación de viviendas (39), o como ejecuciones de obra para la construcción y rehabilitación de viviendas (40). La potencial introducción de un tipo súper reducido o cero sobre las placas solares es susceptible de cambiar ampliamente la tributación de estas transacciones, abandonando la problemática jurídica sobre su encaje como obras de rehabilitación o reparación que incorporen las placas solares. Dado que el nuevo punto del Anexo III se refiere al suministro e instalación de dichos paneles fotovoltaicos, se evitaría tener que hacer análisis casuísticos sobre el importe que suponen los materiales respecto la obra, o la necesidad de ser una actuación conexa a una rehabilitación estructural (41).

			También alberga una clara finalidad extrafiscal medioambiental –«en consonancia con los compromisos medioambientales de la Unión en materia de descarbonización»– el considerando 15º de la nueva Directiva de tipos, que «brinda […] la posibilidad de apoyar la transición a sistemas de calefacción respetuosos con el medio ambiente». Para ello, se posibilitan los tipos reducidos para el «suministro e instalación de sistemas de calefacción de alto rendimiento con bajas emisiones que cumplan los criterios de la legislación medioambiental». Este objetivo viene plasmado en el nuevo punto 22 del Anexo III, que atiende al «Suministro de electricidad y de calefacción y refrigeración urbana y biogás producido por las materias primas enumeradas en el anexo IX, parte A, de la Directiva (UE) 2018/2001 (42) […]; suministro e instalación de sistemas de calefacción de alta eficiencia con bajas emisiones que cumplan los parámetros de referencia de emisiones […], y a los que se haya asignado una etiqueta energética para demostrar que se cumple el criterio […]; y, hasta el 1 de enero de 2030, gas natural y madera para leña».

			La inclusión de este punto lleva aparejada la eliminación de los arts. 102 y 122 DIVA, ya que la mayor parte de su contenido se encuentra recogido en el citado punto 22. Recordemos que estos extendían los tipos reducidos a «las entregas de gas natural, electricidad o calefacción urbana» y a la madera para leña. Mientras el gas y la madera solo podrán continuar beneficiándose de un tipo reducido, en principio, hasta 2030, el resto de entregas de electricidad y de sistemas de calefacción y refrigeración podrán seguir disfrutando de una alícuota menor a la general, sin que haya menciones a su eficiencia o su fuente de combustible. Desde una óptica medioambiental, las únicas mejoras sustanciales que se incluyen son el suministro de biogás proveniente de fuentes renovables, el fomento de la instalación de sistemas de calefacción eficiente, y la eliminación, siquiera diferida, del mejor trato fiscal a la madera para leña y al gas natural (43). 

			En las excepciones permitidas por la nueva Directiva también encontramos una restricción por motivos medioambientales de gran trascendencia. El futuro art. 105.bis.4 establece que las citadas excepciones deberán dejar de aplicarse «a más tardar el 1 de enero de 2030» cuando afecten a «combustibles fósiles» y «a otros bienes con una repercusión similar en las emisiones de gases de efecto invernadero, como la turba, y a la madera para leña». En el caso de los tipos reducidos para «los plaguicidas y fertilizantes químicos», el nuevo punto 11 del Anexo III permitirá aplicar tipos reducidos únicamente hasta inicios de 2032 (44). Además, al igual que ocurre para las excepciones que acabamos de comentar, el art. 105.bis.4 también establece que cuando los Estados miembros se acojan a una de las unas excepciones para aplicar tipos reducidos a este tipo de productos agrícolas químicos, también deberán dejar de aplicarlas en 2032. 

			Hay que tener en cuenta que el cambio del tipo del IVA de los fertilizantes químicos con destino agrícola tendrá un impacto diferente según se trate de un sujeto pasivo que puede deducir la cuota soportada o que, debido al régimen especial de agricultura, ganadería y pesca, no tenga derecho a deducción (45). En España, este régimen especial se aplica a aquellos agricultores personas físicas cuyo volumen de negocios no haya superado 250.000€ en el año inmediatamente anterior. De acuerdo con el art. 130 LIVA, los sujetos pasivos acogidos a este régimen especial no podrán deducir las cuotas soportadas por los bienes y servicios que se utilicen en estas actividades. 

			Por el contrario, dichos empresarios tendrán derecho a percibir una compensación a tanto alzado por las entregas de bienes que realicen, no debiendo presentar una autoliquidación del impuesto. Es en este último caso es en el que el cambio en tipos tendría mayor impacto en su uso intensivo en el sector agrícola de menor escala, ya que para los sujetos pasivos acogidos a este régimen especial el mayor tipo de IVA de estos fertilizantes supondrá un mayor coste de explotación, al no ser deducible dicha cuota soportada. Por el contrario, aquellos empresarios y profesionales con mayor facturación no verán modificada su carga tributaria, ya que, al no poder acogerse a este régimen especial –igualmente si optaran voluntariamente por aplicar el régimen general del impuesto–, el mayor IVA soportado en la adquisición de estos fertilizantes químicos será deducible y no supondrá un coste para su actividad (46).

			Los apartados relativos a los servicios sobre aguas residuales, limpieza de vías públicas y recogida de basuras y tratamiento de residuos, o de servicios de reparación de aparatos domésticos, ropa y calzado siguen estando presentes, con una redacción similar, en la nueva DIVA (puntos 18 y 19 del Anexo III). Otra de las novedades a la que algunos autores han atribuido un objetivo medioambiental, siquiera menor, es la posibilidad de aplicar tipos reducidos a determinadas entregas de bienes y prestaciones de servicios relativos a las bicicletas. La Directiva IVA en vigor solo reconoce como susceptible de beneficiarse de una alícuota menor los «pequeños servicios de reparación de bicicletas» (actual punto 19 del Anexo III). Sin embargo, con la nueva Directiva de tipos, se introduce un nuevo punto 25 que extiende este potencial gravamen reducido a los suministros de bicicletas, incluidas las eléctricas, los servicios de alquiler y los de reparación de bicicletas –eliminando el apelativo de “pequeña” a la reparación– (47). 

			Por tanto, las principales medidas aprobadas en la línea de alcanzar un IVA verde pueden resumirse en cuatro: 1.º permitir tipos súper-reducidos o cero para el suministro e instalación de paneles solares en viviendas y en edificios públicos; 2.º permitir tipos reducidos para la instalación de sistemas de calefacción eficientes y para el biogás proveniente de fuentes renovables; 3.º prohibir, a partir de 2030, el uso de tipos reducidos para el gas natural, la madera para leña, los combustibles fósiles y otros bienes con mismo impacto de emisiones, como la turba; 4.º impedir, a partir de 2032, la aplicación de tipos reducidos para plaguicidas y fertilizantes químicos. En conclusión, no estamos hablando de crear tipos agravados para aquellos productos perniciosos, como sí ocurre en otros tributos, sino que estos paguen el tipo general de IVA, mientras que algunos bienes que supongan una mejor eficiencia energética puedan beneficiarse de un gravamen reducido. Por ello, más que una implementación del principio de “quien contamina paga” (48), parece que la intención en los nuevos tipos de IVA sea que quien contamina no ahorre y quien sea (algo) eficiente, ahorre (49).

			5.	DUDAS SOBRE LOS EFECTOS Y EFICACIA REAL DE LA APLICACIÓN DE TIPOS DE IVA REDUCIDOS CON FINES MEDIOAMBIENTALES

			Aunque la reforma que hemos comentado aún no se ha aplicado de manera efectiva, por lo que no existen datos sobre su impacto real, las medidas introducidas nos plantean numerosas dudas acerca de su eficacia y sobre las consecuencias que tendrán. Existen distintos estudios sobre la utilización de tipos reducidos en el IVA con fines extrafiscales, y sus resultados pueden arrojar ideas que nos permitan prever o, al menos, advertir los posibles resultados perniciosos que pueden producirse.

			Para que los tipos verdes del IVA alcancen los objetivos que se ha marcado la Directiva es necesario que se produzca un cambio en los patrones de comportamiento de los consumidores finales. Si el objetivo es reducir la contaminación, será necesario comprobar si las medidas adoptadas llevan a una disminución significativa del consumo de energía y de productos que generen externalidades negativas en forma de emisiones, al tiempo que habrá que determinar si el mejor trato fiscal impulsa el atractivo y el consumo de aquellos bienes y servicios eficientes y más respetuosos con el medioambiente. 

			Tradicionalmente distintos expertos e instituciones han venido siendo reacios a la utilización del IVA como un tributo con fines extrafiscales (50). Esto es debido tanto a los principios sobre los que ha sido construido –la neutralidad fiscal–, como a la escasa eficacia de estas medidas cuando han sido implementadas. En esta parte del estudio queremos atender no tanto al aspecto conceptual del funcionamiento del IVA como un impuesto que no debe distorsionar la libre toma de decisiones económicas, sino plantear los problemas o distorsiones específicas que pueden producirse por utilizar este tributo para fines extrafiscales tan complejos.

			En primer lugar, pondremos el foco en los efectos que tienen las alteraciones en la estructura de tipos IVA sobre los precios finales, pues solo si estos cambian drásticamente podrá considerarse que se puede producir una modificación en el comportamiento de los usuarios finales. En segundo lugar, hay que tener en cuenta que los compromisos internacionales exigen una reducción drástica de emisiones de gases de efecto invernadero, por lo que no podemos limitarnos a mejorar la eficiencia de los bienes empleados si esto no lleva a un menor consumo energético efectivo. Al mismo tiempo, atenderemos a estudios que han observado la respuesta de los consumidores ante disminuciones de precio sobre determinados tipos de bienes, y si se produce una verdadera reducción del consumo o el ahorro vía precio redunda en un incremento del consumo de dichos u otros bienes. En tercer lugar, dada la insistencia de la Directiva de priorizar aspectos de política social, consideramos necesario analizar el efecto de estos tipos verdes en el IVA desde el punto de vista de su impacto en la distribución de la riqueza. Por último, analizaremos problemas adicionales de fraude o de competencia fiscal transfronteriza que puedan producirse por la diferente implementación de estos tipos de gravamen específicos en distintos territorios.

			5.1.	Expectativas sobre el impacto en los precios finales de las alteraciones de tipos en el IVA por fines medioambientales

			La consecuencia económica de una alteración del tipo impositivo de un gravamen sobre las ventas que se repercute a los adquirentes oscila total o parcialmente entre dos opciones contrapuestas: su traslación como parte del precio de venta o su absorción dentro del margen de beneficio empresarial. La distribución entre ambas alternativas dependerá, entre otras cuestiones económicas, de la elasticidad del precio del producto en cuestión, la existencia de bienes o servicios sustitutivos, o del poder de mercado del vendedor. Además, los datos vienen demostrando que la traslación de las alteraciones en tipos también es distinta según se trate de una subida o una bajada. Dado que el objetivo es alterar los tipos del impuesto con objetivos pigouvianos (51), la traslación al precio como paso para modificar los patrones de consumo resulta esencial (52).

			Los estudios existentes sobre reducciones de tipos IVA, no obstante, ofrecen resultados poco esperanzadores sobre la traslación de la menor carga tributaria al precio final (53). En Francia se redujo el tipo de IVA para la venta de coches del 33,33% al 18,6%, y la bajada del gravamen fue trasladada al precio únicamente en un 57% [Carbonnier, C. (2007)]. Otras reducciones del IVA en Francia han dado resultados similares en cuanto no se ha producido una traslación total al precio final: en 1999 se minoró el tipo aplicable a los servicios de reparación de viviendas del 20,6% al 5,5% trasladándose al precio en un 77%; mientras que en una reducción de la alícuota devengada en los servicios de restauración galos del 19,6% al 5,5% solo se tradujo en un incremento en los márgenes empresariales del 55,7% (54). De hecho, en otro estudio sobre este último caso se comprobó que los consumidores solo se beneficiaron de la bajada del IVA en un 13,6%, mientras que el resto del ahorro recaudatorio fue destinado a los trabajadores (18,6%) y los proveedores de bienes intermedios (12,1%) [Benzarti, Y. y Carloni, D. (2019)]. En Finlandia también se ha estudiado el impacto de reducir el IVA de los servicios de peluquería del 22% al 8%, como forma de incentivar los servicios intensivos en mano de obra, y los precios bajaron solo la mitad de lo que se redujo el tipo de gravamen [Kosonen, T. (2015)]. Por el contrario, otro estudio sobre una reducción del tipo de IVA de servicios de peluquería en los Países Bajos sí encontró una casi total traslación a los precios finales [Jongen, E.; Lejour, A. y Massenz, G. (2018)].

			Estos resultados son coherentes con diversos estudios realizados por la Comisión Europea. En un informe de 2003 se hizo una prueba experimental de reducir el tipo de IVA a determinados servicios intensivos en mano de obra, y la conclusión fue que el impacto sobre los precios fue parcial y temporal, y que «habida cuenta del conjunto de estos resultados, y especialmente de la dificultad de repercutir sobre los precios todas las modificaciones a la baja del tipo impositivo, no parece que el IVA sea el instrumento adecuado que deba utilizarse para influir sobre la demanda a través de sus efectos sobre los precios» (55). 

			Otro informe de la Comisión Europea de 2008, The use of differential VAT rates to promote changes in consumption and innovation, Final Report, estudió el uso de diferentes tipos de IVA para impulsar la innovación a través de incentivar cambios en el consumo hacia productos más respetuosos con el medioambiente: calderas de calefacción central, electrodomésticos, aislamiento térmico, energía de los hogares, carnes y lácteos orgánicos. Los resultados fueron poco determinantes, porque en algunos productos se concluyó que con el transcurso del tiempo solo la mitad de la reducción del IVA se trasladaría al precio –energía para hogares–, mientras que en otros se plantearon dudas de que no se produjese reducción de precio alguna –las calderas de condensación–. No obstante, en otros productos, como los electrodomésticos y la carne y los lácteos, las entrevistas sobre las que se basó el informe parecían augurar un traslado total al precio, o al menos muy alto, del menor tipo impositivo. El estudio de la Comisión concluye que la publicidad sobre el aspecto “verde” de los productos solo atrae a una parte pequeña de consumidores. Sin embargo, reconocen que campañas publicitarias como la realizada en Reino Unido en 2008, donde se asociaba el carácter verde de un producto con la reducción –o tipo cero– de los productos, sí había dado lugar a un incremento muy sustancial de ventas de dichos bienes, hasta triplicarlos en algunos casos. Por el contrario, los estudios sobre el impacto económico de las subidas de tipos de los impuestos sobre el volumen de negocio sí han concluido un traspaso mayor a los precios del alza del gravamen (56).

			Si consideráramos extrapolables los resultados de estos estudios a la futura reforma, la medida que tendrá un mayor impacto en los precios será la eliminación de los tipos reducidos para el gas natural, los combustibles fósiles, madera para leña, y otros productos con similares emisiones de gases de efecto invernadero, y para los fertilizantes y pesticidas. Las reducciones de tipos impositivos a los paneles solares, los sistemas de calefacción eficientes y el biogás renovable es de esperar que sean absorbidas en mayor medida por un incremento de los márgenes empresariales de los sujetos pasivos que los comercializan, derivando en un descenso del precio menor del que derivaría un traslado total de la rebaja del tipo impositivo.

			5.2.	Potencial limitación de efectos en el uso verde de los tipos IVA en la mejora del impacto medioambiental del consumo e, incluso, resultados contraproducentes

			Incluso si la bajada de tipos para productos respetuosos con el medioambiente y eficientes fuera trasladada por completo al precio, la capacidad de modificación sustancial de los patrones de comportamiento sigue siendo algo dudoso y controvertido. Aunque su costo hubiera descendido comparativamente respecto del de otros productos no eficientes o fuentes de energía contaminantes, esta bajada relativa no tiene por qué verse reflejada en términos absolutos en cambios de consumo. Esta ha sido una de las principales conclusiones reiteradas por diversos estudios que han analizado esta cuestión. Por ejemplo, el Informe de la Comisión Europea de 2008 basó su argumentación haciendo hincapié en la inelasticidad de muchos de estos productos, sobre todo los energéticos (57). También la OCDE ha advertido de los potenciales problemas que puede tener la utilización del ordenamiento tributario para privilegiar a bienes con externalidades positivas, como aplicar una exención IVA a productos eficientes. La OCDE considera que, debido a la dificultad de extender estos beneficios fiscales a todos los productos que generan el mismo impacto positivo, como ocurre con las subvenciones dirigidas, se corre el riesgo de “elegir ganadores” (58), perjudicando otras alternativas que también tendrían efectos beneficiosos para el medioambiente (59). 

			Por su parte, el estudio de Copenhagen Economics de 2008 analizó específicamente la aplicación de tipos reducidos de IVA para productos respetuosos con el medioambiente. Sus conclusiones fueron negativas, afirmando que tenía mucho mayor impacto la creación de impuestos específicos, como los derechos de emisión de CO2. Respecto a las disminuciones del IVA, el Informe considera que existen múltiples casos en los que no van a alcanzar los efectos perseguidos. Por un lado, en el supuesto de determinados productos eficientes, como los electrodomésticos, el hecho de que sigan siendo más caros que los no eficientes pese al menor gravamen sobre el consumo excluiría automáticamente de su compra a los hogares de menor renta. Por otro lado, en el supuesto de bienes eficientes de precio de compra inicial superior, pero cuyo ahorro se produzca a largo plazo debido a la reducción del coste de la menor energía que requieren para su uso, como podría ser el caso de las bombillas de bajo consumo, también se aprecia que los consumidores no tienden a centrarse significativamente en el menor coste energético de su uso a largo plazo (60). Por ello, los consumidores con menores ingresos, o aquellos que estén menos comprometidos o tengan menor afinidad por las políticas ecológicas se decantarán por los productos con menor precio en términos absolutos, consecuencia que se potencia si, además, nos encontramos ante bienes donde los consumidores no suelen tener en cuenta el futuro ahorro que puedan aportar, o cuando la energía específica que consuma ese bien sea pequeña, y el ahorro a largo plazo no sea apreciable de manera inmediata.

			Este estudio identifica limitaciones adicionales a los efectos de una reducción de tipos de IVA a los productos eficientes. En primer lugar, estima que el ahorro que se produciría de haber una utilización extensiva de estos productos no sería especialmente significativo, ya que los aparatos eléctricos, electrónicos, y los calentadores de agua para calefacción, en la fecha del estudio, aunque suponían un 60% del consumo eléctrico de los hogares, solo representaban un 3% del consumo energético total (61). En segundo lugar, y al igual que hace la OCDE en su informe de 2011, afirma que las reducciones de tipos de IVA sobre determinados bienes podrían tener efectos contraproducentes si estas rebajas fiscales no están bien diseñadas, llegando incluso a generar un efecto rebote. Así, se aportan estudios concretos que sugieren que la reducción del precio sobre determinados electrodomésticos, como los frigoríficos o las televisiones, podría llevar a que la demanda sobre estos productos se incremente o se adquirieran productos de mayor tamaño (efecto rebote directo); que los antiguos se llevaran a una segunda residencia, o siguieran usándose de manera secundaria –como segundo frigorífico en el sótano–, lo que contrarrestaría las menores emisiones por ser un producto eficiente o, incluso, las aumentaría. 

			El informe apunta a una cuestión adicional, relativa a que los productos eficientes tienden a ser productos más lujosos. Una disminución del tipo de IVA debido a su eficiencia energética no solo reduciría con un menor precio el mayor coste de producción de requerir menor consumo eléctrico, sino también las características de mayor calidad que tuvieran aparejadas ajenas a dicha eficiencia (62). Por ello, el informe comentado plantea que reducciones fijas en el precio centradas únicamente en la eficiencia energética tendrían mejores efectos que una reducción porcentual del tipo de IVA (63).

			El modelo en el que se basa este informe también concluye que en la mayoría de EEMM existe ya un grado alto de penetración de los electrodomésticos eficientes (64). Además, afirma que hacer más atractivo el consumo de determinados bienes eficientes puede hacer que los patrones de compra se desplacen de productos que no consumen energía hacia productos que, aunque de manera inferior a sus sustitutos tradicionales, sí requieren emitir gases de efecto invernadero para su uso. Sin embargo, consideramos que este efecto cruzado se produciría igualmente con la concesión de subvenciones y, en general, con cualquier reducción del precio de un producto que requiera de electricidad para su funcionamiento.

			5.3.	 Distorsiones en la distribución de la riqueza y posible limitación de la eficiencia medioambiental para hogares con menor renta

			La configuración del IVA como un impuesto objetivo obliga a reflexionar acerca del efecto que pueden tener las medidas comentadas en términos de transferencia y redistribución de la riqueza y del impacto que puedan causar en los hogares y personas con menores rentas (65). El citado informe de Copenhagen Economics planteaba esta cuestión como una de sus prioridades, pues en 2008 ya anticipó lo que, a la postre, ha terminado por ocurrir recientemente: que la elevación de los precios de la energía podría tener un impacto negativo sobre los consumidores, especialmente sobre las familias con menores ingresos. 

			En este sentido, hemos de advertir que las reformas introducidas en la nueva Directiva IVA son susceptibles de causar estos perjuicios, por ejemplo, con la eliminación del tipo reducido para el gas natural o la madera para leña, sobre todo en aquellos países o regiones donde sean fuentes de energía y de calefacción más extendidas. Entendemos que el objetivo es sustituir su uso por otras fuentes de energías menos contaminantes, y por ello se fomentan aspectos como los sistemas de calefacción eficiente con tipos de IVA reducido. No obstante, los usuarios que no puedan acometer la inversión en dicha mejora de los sistemas de calefacción no solo no se podrán beneficiar del tipo reducido, sino que se encontrarán con una mayor tributación de sus fuentes de energía habituales. En la línea que marca el Libro Blanco sobre Reforma Tributaria al referirse a la introducción de compensaciones distributivas que mitiguen los efectos negativos del alza de la fiscalidad específica de los hidrocarburos, parece lógico que será necesario apoyar estas inversiones desde el lado del gasto público, y no solo desde la vertiente de menores ingresos por IVA.

			En el estudio económico comentado se analizó la eliminación de los tipos reducidos IVA para calefacción y electricidad de países que los aplicaban. El informe reconoce que la eliminación de estos gravámenes reducidos tendría un impacto adverso para la distribución de la renta. Sin embargo, es interesante analizar las magnitudes de este mayor coste según los ingresos de los hogares. Para el 20% de hogares con menores ingresos los gastos por energía (considerando electricidad, calefacción, gas y carburantes) implicaban un 4,8% de su renta neta disponible, mientras que para el 20% de mayores ingresos este coste suponía solo un 3% (66). La eliminación solo del gravamen menor para la calefacción suponía un menor consumo de energía del 0,8%, mientras que si se elevaban ambas cargas tributarias –calefacción y electricidad– a la alícuota general se producía un descenso de la energía utilizada por los hogares del 1,4%. En función del peso dispar de su inversión en fuentes de energía, la eliminación de los tipos reducidos tendría también un impacto diferente. 

			De hecho, el informe afirma que, si la recaudación obtenida por esta supresión de los tipos reducidos fuera acompañada de una bajada correspondiente del tipo general, se produciría un traslado de renta de los hogares de menores ingresos a aquellos con mayores posibilidades económicas. Concretamente, los hogares con menores rentas tendrían un incremento de costes del 0,04%, mientras que aquellos con mayores ingresos tendrían una disminución de gastos del 0,05%. Como podemos observar, la redistribución de renta que se produciría entre segmentos poblacionales según sus ingresos no alcanzaría valores elevados. Sin embargo, si la añadimos a las consecuencias comentadas anteriormente de los efectos de pequeñas reducciones en el tipo general del impuesto, y la tendencia a incrementar los márgenes empresariales más que a traducirse en menores precios, nos hace dudar seriamente de que sea la alternativa más adecuada. El propio estudio plantea que la recaudación obtenida con la subida de tipos para la electricidad, el gas y la calefacción se utilice para articular instrumentos directos de política social o a través de beneficios fiscales en el impuesto sobre la renta o las cotizaciones a la seguridad social.

			No obstante, esta no es la única preocupación que nos suscita la utilización de tipos verdes en el IVA respecto a sus efectos en la transferencia de riqueza. El incremento de los precios de la energía puede contrarrestarse con subvenciones directas para aquellos hogares más desfavorecidos, compensando no solo su mayor tributación, sino también potenciales aumentos de coste derivados de la coyuntura internacional. Por ello, queremos apuntar también a los efectos que puede tener la reducción de los tipos del IVA sobre productos eficientes. 

			Si nos centramos en los tipos reducidos aprobados, como el de los paneles solares o los sistemas de calefacción eficientes, o incluso si pensáramos en aplicarlo a otros productos como electrodomésticos de menores emisiones, hemos de tener en consideración el coste que tienen estos bienes a los que estamos dando un trato preferencial. La mayoría de estos bienes tienen un precio elevado y requieren una inversión importante, lo que restringe su clientela potencial a determinados segmentos de renta (67). Así, estos grupos poblacionales podrán beneficiarse de estos bienes eficientes a un menor precio, además de disfrutar el ahorro derivado de su menor consumo energético posterior, toda vez que aquellos hogares con menores ingresos tendrán más dificultades para acceder a su compra, y no podrán beneficiarse de su eficiencia (68). 

			Consideramos que sería deseable realizar un estudio de impacto económico antes de aplicar de manera efectiva estos tipos reducidos, análisis que debería ir dirigido en un doble sentido (69). Por un lado, para analizar si la toma de decisiones de los consumidores que están dispuestos a hacer dicha inversión se ve drásticamente impulsada por el menor tipo impositivo (70). Si el menor gravamen no modifica sustancialmente la intención de los consumidores, y aquellos que los adquieran lo habrían hecho igualmente, o en un porcentaje significativo, sin la reducción de la tributación sobre el consumo, podría evitarse el trasvase de rentas que se produce por parte de aquellos usuarios de menores ingresos que no puedan comprar dichos bienes (71). Por otro lado, debería tenerse en cuenta el impacto que tendría no perder esa recaudación, continuando con la aplicación del tipo general, si se dedicara a hacer inversiones específicas sobre esos mismos bienes en aquellos segmentos poblacionales que no son capaces de realizar inversiones de tal cuantía.

			5.4.	Otros problemas asociados con la introducción de tipos verdes

			Aunque con una importancia menor que las problemáticas comentadas hasta ahora, se han identificado algunas incertidumbres o potenciales inconvenientes adicionales que puede causar la reducción de tipos de IVA con motivos medioambientales. En primer lugar, se ha apuntado que algunas de las definiciones que establece la Directiva IVA son excesivamente genéricas, como la que hace referencia a la posibilidad de aplicar la alícuota reducida a los paneles solares instalados en “otros edificios de interés público”. Del mismo modo, habrá que precisar el contenido de este beneficio fiscal identificando los tipos de paneles solares a los que pueda aplicarse, si se trata de paneles independientes, si los tejados solares se pueden entender comprendidos, etc. 

			En segundo lugar, hemos de recordar que el ahorro energético y el respeto medioambiental no solo debe conseguirse por parte de los consumidores finales, sino también por los empresarios y profesionales. Estos también pueden necesitar una gran cantidad de productos eléctricos cuya eficiencia suponga una importante disminución de emisiones. Sin embargo, para los sujetos pasivos, siempre que tengan deducibilidad plena del IVA soportado y no apliquen una prorrata, la reducción del tipo impositivo no será un incentivo fiscal, ya que todo el IVA soportado será deducido, sin importar el tipo de gravamen que se aplique (72). En este aspecto, utilizar la recaudación que no se perdería de aplicar tipos reducidos a bienes eficientes en crear subvenciones directas al precio final, o deducciones en impuestos sobre la renta por la realización de estas inversiones, tendría mucho más sentido.

			En tercer lugar, algunos estudios han advertido de la posibilidad de que la divergencia en tipos reducidos por la compra de bienes eficientes pueda dar lugar a fenómenos de cross-border shopping (73). Dado que se trata de productos de alto coste, un IVA reducido en un país puede incentivar a los ciudadanos de otros Estados cercanos geográficamente a viajar hasta el primero a adquirir dichos bienes, y después transportarlos de manera particular. 

			6.	CONCLUSIONES: HACER DEL IVA UN TRIBUTO “VERDE” NO ES LA OPCIÓN MÁS EFECTIVA Y CONLLEVA DIVERSOS RIESGOS Y PROBLEMAS

			1º.	La Directiva IVA no ha venido contemplando fines medioambientales, y los Estados miembros han aplicado tipos reducidos contrarios a estos objetivos verdes.

			La evolución histórica de la Directiva IVA no ha estado dirigida por objetivos medioambientales, que prácticamente no han sido tenidos en consideración en las distintas reformas acaecidas a lo largo de los años. De hecho, el análisis del status quo puede llevar a una conclusión opuesta. Una gran cantidad de Estados miembros aplica alícuotas rebajadas a la electricidad, la calefacción o el gas natural, o incluso a combustibles fósiles que generan las mayores emisiones de gases de efecto invernadero, como el carbón. Además, esta conducta se ha extendido aún más a raíz del incremento del precio de la energía de los últimos años. La falta de toma en consideración de la reducción de emisiones como finalidad extrafiscal llega al punto de que el propio TJUE ha tenido que rechazar la legalidad de tipos reducidos que, pese a estar basados en este objetivo, no tenían cabida en el listado de tipos reducidos de la Directiva IVA ni en el concepto de política social.

			2º.	La nueva Directiva sobre tipos de gravamen reconoce expresamente objetivos medioambientales, aunque el alcance de los cambios es limitado. El más relevante: el fin del tipo reducido para gas natural, madera y combustibles fósiles a partir de 2030.

			No obstante, las múltiples iniciativas de la Comisión Europea para cumplir sus compromisos medioambientales han tenido impacto, por primera vez, en la normativa IVA. El Green Deal ha sido reconocido expresamente en la Directiva 2022/542 como uno de los motivadores de algunos de los cambios de la nueva estructura de tipos impositivos. Gracias a la implementación efectiva del principio de imposición en destino, la mayor variedad y disparidad de gravámenes en los EEMM no debe distorsionar de manera significativa el mercado interior.

			Pese a ello, los cambios introducidos en la Directiva IVA motivados por los compromisos ecológicos no son especialmente numerosos. Se permite aplicar un tipo súper reducido o cero para paneles solares y una alícuota reducida para sistemas de calefacción eficientes o biogás renovable. La implementación en España del tipo reducido para placas fotovoltaicas puede simplificar en gran medida la complejidad jurídica existente, evitando que tengan que insertarse en servicios de rehabilitación o reparación de viviendas para disfrutar de un gravamen reducido. Dado el limitado alcance de estas medidas, creemos previsible que la mayoría de Estados miembros adopten estos tipos reducidos, sea por la influencia de determinados lobbies de presión o, simplemente, para que los dirigentes puedan aparecer ante la opinión pública como comprometidos con la política ecológica. No obstante, la medida que creemos que tendrá más impacto, tanto por su traslación a los precios como su efecto en menores emisiones derivado de su menor consumo, es la eliminación de la posibilidad de aplicar tipos reducidos a partir de 2030 para gas natural, madera para leña, combustibles fósiles y asimilados, y a partir de 2032 para plaguicidas y fertilizantes químicos. 

			3º.	Los estudios económicos desaconsejan extender los tipos reducidos con objetivos medioambientales: no se trasladan correctamente al precio, distorsionan la redistribución de la riqueza, pueden tener efectos contraproducentes y pueden dar lugar a fenómenos de cross-border shopping.

			Los estudios existentes plantean numerosas dudas acerca de si la implementación de dichas medidas tendrá los efectos esperados y, sobre todo, desaconsejan extender la reducción de tipos a un mayor número de productos eficientes. Si extrapolamos las conclusiones económicas estudiadas a las medidas adoptadas, es de esperar que los tipos reducidos comentados sean absorbidos en gran parte por un incremento de los márgenes empresariales, reduciendo el precio en una cuantía notablemente inferior a la recaudación perdida. Además, dado los informes sobre el porcentaje del consumo energético total que suponen los hogares, no parece que vayan a tener un impacto muy significativo en las emisiones globales. Al menos, su limitado alcance evitará que se produzcan efectos rebote de gran calado. Distinto será el caso de la elevación al tipo general de las citadas fuentes de energía o los fertilizantes y pesticidas químicos, sobre los que la evidencia científica sí considera previsible que se trasladen prácticamente en su totalidad a los precios. Esto supondrá su encarecimiento y un desincentivo a su consumo, fomentando la adquisición de productos sustitutivos que puedan tener un menor impacto medioambiental. 

			Son diversos los motivos que desaconsejan hacer el IVA “más verde” con tipos reducidos para bienes eficientes. Junto a su traslación parcial y limitada a los precios finales, los patrones de consumo difícilmente se verán alterados de manera significativa si el cambio relativo en los precios por los nuevos tipos de IVA no es suficiente en términos absolutos, y los productos contaminantes siguen siendo más baratos que los respetuosos con el medioambiente. Además, consideramos que estos tipos reducidos pueden suponer un traslado de rentas de los hogares con menos ingresos a aquellos con mayor capacidad financiera, que representan el grupo poblacional con capacidad de hacer inversiones elevadas para instalar paneles solares o sistemas de calefacción eficientes. Se ha apuntado a muchos otros problemas, como los efectos rebote, el cross-border shopping que se puede producir, o que los menores tipos no supongan un incentivo para que los sujetos pasivos compren bienes eficientes más costosos. Todo ello parece concluir que el IVA es un tributo poco propicio para la búsqueda de fines medioambientales, y que otras opciones tendrán mejor resultado, como tributos medioambientales concretos para incrementar el coste de los productos contaminantes, o subvenciones o deducciones directas para fomentar inversiones eficientes (74). 

			En cualquier caso, reiteramos la importancia de que la implementación a nivel nacional de estas decisiones políticas esté apoyada por un estudio de impacto económico que analice sus efectos en los patrones de consumo a nivel doméstico. No tiene sentido reducir la tributación de estas medidas si no va a impulsar de manera relevante el consumo de estos bienes –free-riders–, más cuando esa recaudación puede ir destinada a apoyar políticas medioambientales por el lado del gasto, sobre todo para aquellos segmentos poblacionales sin capacidad de hacer las inversiones necesarias para mejorar la eficiencia energética de sus hogares. 
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					 (8)  Arts. 96 y 97 de la Directiva IVA. La barrera inferior del 15% está vigente, de acuerdo con lo establecido por el artículo 1 de la Directiva 2010/88/UE del Consejo, de 7 de diciembre de 2010, por la que se modifica la Directiva 2006/112/CE, relativa al sistema común del impuesto sobre el valor añadido, en lo que se refiere a la duración de la obligación de respetar un tipo normal mínimo. 

				

				
					 (9)  Se exceptúa la aplicación de tipos reducidos a servicios prestados por vía electrónica, con la excepción de los contenidos en el punto 6) del Anexo III, relativo a libros electrónicos. Nos hemos pronunciado sobre esta cuestión en Macarro Osuna, J. M. (2015): “Non-reduced rates for e-books: Has the ECJ allowed an infraction of fiscal neutrality?”, International VAT Monitor, Vol. 27, n.º 4. 

				

				
					 (10)  El art. 109 preveía que este sistema de tipos reducidos permanecería hasta que se introdujese el “régimen definitivo” del impuesto. Por ello, con la entrada en vigor de la nueva Directiva de tipos en 2025, se eliminará la totalidad del Capítulo 4 del Título VIII de la Directiva IVA.

				

				
					 (11)  Esta medida fue introducida inicialmente por Real Decreto-ley 12/2021, de 24 de junio, que en su art. 1 rebajó el tipo impositivo de estas entregas al 10%. Dicha norma ha sido prorrogada en reiteradas ocasiones, si bien la reducción del tipo de gravamen al 5% la realizó el Real Decreto-ley 11/2022, de 25 de junio, y ha estado en vigor de 1 de julio de 2022 a 31 de diciembre de 2023.  

				

				
					 (12)  Este tipo reducido estuvo condicionado a que se diera una de las siguientes circunstancias: que la adquisición fuera realizadas por titulares que sean perceptores del bono social de electricidad y tengan reconocida la condición de vulnerable severo o vulnerable severo en riesgo de exclusión social; o que estos tengan contratos de suministro con potencia contratada igual o inferior a 10 kW, y el precio medio del mercado diario del mes natural anterior al periodo de facturación hubiera superado los 45 euros/MWh.

				

				
					 (13)  De acuerdo con la exposición de motivos del Real Decreto-ley 8/2023, la aplicación de tipos reducidos a los pellets, briquetas y leña destinados a sistemas de calefacción responde a que son los «sustitutivos ecológicos del gas natural procedentes de biomasa».

				

				
					 (14)  Esta dualidad de condicionantes para la aplicación del gravamen reducido ha provocado que se apliquen distintos tipos impositivos a la misma entrega de bienes. Concretamente, durante el mes de febrero de 2024 el precio medio del MWh ha estado por debajo de los 45 euros, lo que provoca que durante el mes de marzo se aplique el tipo de IVA general a las entregas de electricidad que tengan como destinatarios consumidores que no tengan concedido el bono social con condición de vulnerable severo.

				

				
					 (15)  Durante 2023, Luxemburgo redujo ambos tipos en un punto porcentual, 13% y 7% respectivamente: [https://trade.ec.europa.eu/access-to-markets/en/news/changes-vat-rates-certain-eu-member-states-applicable-1-january-2024] (fecha de última consulta: 05 de abril de 2024).

				

				
					 (16)  OCDE (2022): Consumption Tax Trends 2022: VAT/GST and Excise, Core Design Features and Trends, OECD Publishing. 

				

				
					 (17)  Herbain resume la situación actual afirmando que hay muchos ejemplos de tipos reducidos aplicados a la energía, pero que no hay medidas que favorezcan productos verdes que mejoren la eficiencia del propio uso energético. Herbain, C. (2020): “Should VAT Be the Next Environmental Policy Tool?”, International VAT Monitor, Vol. 31, n.º 2: 70.

				

				
					 (18)  Un análisis de esta sentencia en Dominik-Ogińska, D. (2015): “Commission v UK. Reduced VAT rate to supplies of services of installing energy-saving materials. UK has failed to comply with VAT Directive”, European Taxation, n.º 8. 

				

				
					 (19)  Recordemos que el art. 110 DIVA, eliminado por la nueva Directiva de tipos, permitía que los países de la Unión aplicaran tipos cero o súper-reducidos si en 1991 los estaban aplicando, pero los condiciona a que se concedan «por razones de interés social bien definidas y en favor de los consumidores finales».

				

				
					 (20)  Según Gamboa, europarlamentarios del Reino Unido afirmaron que esta sentencia «desafiaba el sentido común» por el doble estándar existente con los objetivos de reducción de las emisiones del carbón y los criterios adoptados por esta sentencia, además del impacto que esta tuvo para la industria solar del Reino Unido. Gamboa, J. G. (2016): “The green deal goes sour for the clean energy sector in Great Britain”, Journal of Global Justice and Public Policy, Vol. 2: 465-466.

				

				
					 (21)  El TJUE reconoce que estos materiales de ahorro energéticos tendrían una intención de mejorar la calidad de los alojamientos, en línea con su legítimo derecho de definir una política social completa, pero que, aunque esto produjese efectos sociales, la aplicación generalizada excluía que su adopción respondiese exclusiva o principalmente a un interés social. STJUE Comisión contra el Reino Unido, C-161/14, aps. 28-31.

				

				
					 (22)  Traversa, E. y Timmermans, B. (2021): “Value-Added Tax…”, op. cit.: 876. Herbain critica con dureza la interpretación realizada por el TJUE en esta sentencia, considerando que realiza un «ejercicio de equilibrio casuístico» para diferenciar la política eco-energética de la social. Herbain, C. (2016): “Les taux réduits de la taxe sur la valeur ajoutée applicables à l’énergie”, Revue européenne et international de droit fiscal, n.º 3: 326-327.  

				

				
					 (23)  [https://unfccc.int/sites/default/files/spanish_paris_agreement.pdf]. 

				

				
					 (24)  Dourado insiste en que los sistemas tributarios han estado diseñados en función de criterios no medioambientales, como el desarrollo económico y la redistribución. Exige su adaptación al nuevo contexto climático, para lo que considera necesario no solo la creación de nuevos impuestos verdes, sino también una reevaluación de los tributos existentes en función de su impacto medioambiental. Dourado, A. P. (2021): “Environmental Tax: International Tax Coordination & Global Environmental Challenges”, Intertax, vol. 49, Iss. 11.

				

				
					 (25)  COM (2020) 98 final, de 11 marzo, Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, “Nuevo Plan de acción para la economía circular por una Europa más limpia y más competitiva”.

				

				
					 (26)  COM(2020) 312 final, de 15 de mayo de 2020, Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo y al Consejo, Plan de Acción para una Fiscalidad equitativa y sencilla que apoye la Estrategia de recuperación.

				

				
					 (27)  COM(2020) 312 final, op. cit.: 7. La Comisión considera que la nueva Directiva de tipos también servirá para que los Estados miembros puedan recuperarse de la actual crisis. 

				

				
					 (28)  La Comisión afirma que las exenciones existentes en la Directiva (Anexo X, Parte B, punto 10) llevan a que «de facto no se cobre el IVA en el transporte internacional de pasajeros por vía aérea y marítima». Si nos fijamos en la Ley del IVA, el art. 22.Trece establece la exención de «Los transportes de viajeros y sus equipajes por vía marítima o aérea procedentes de o con destino a un puerto o aeropuerto situado fuera del ámbito espacial del impuesto». Por ello, anuncia la presentación de una propuesta legislativa que revise las exenciones relativas a dichos servicios, a fin de garantizar su coherencia con el Pacto Verde Europeo, al tiempo que también pretende simplificar las normas del IVA referentes al lugar de tributación de los servicios de transporte de viajeros. COM(2020) 312 final, op. cit.: 18. No obstante, como veremos más adelante, los transportes de pasajeros han sido uno de los servicios que van a contar con un mejor trato en la nueva normativa IVA.

				

				
					 (29)  Afirman Traversa y Timmermans que el objetivo que se planteó la Comisión Europea en 2011 era que los ingresos de la fiscalidad medioambiental supusieran un 10% de la recaudación de los EEMM, pero que entre 2011 y 2019 su peso bajó del 6,2% al 5,9%. Traversa, E. y Timmermans, B. (2021): “Value-Added Tax…”, op. cit.: 872.

				

				
					 (30)  Tras las distintas propuestas y consultas efectuadas por la Comisión Europea, a principios de 2018 publicó la COM(2018) 20 final, de 18 de enero, Propuesta de Directiva del Consejo por la que se modifica la Directiva 2006/112/CE en lo que respecta a los tipos del Impuesto sobre el Valor Añadido.

				

				
					 (31)  En el documento de trabajo que acompaña a la Comunicación sí aparecen diversas menciones a finalidades extrafiscales medioambientales. Nos referimos al SWD(2018)07 final, de 18 de enero, Commission Staff Working Document, Impact Assessment Accompanying the document, Proposal for a Council Directive, amending Directive 2006/112/EC as regards rates of value added tax. Además de comentar que uno de los tipos reducidos sobre los que se abrió un procedimiento de infracción por parte de la Comisión fue el ya comentado del Reino Unido sobre materiales eficientes en el alojamiento, resuelto por el TJUE, la Comisión destaca que diversos EEMM han expresado su interés por poder reducir tipos para productos eficientes, como los coches eléctricos, bombillas de bajo consumo o paneles solares. En este documento de trabajo se analizan distintas posibilidades de reforma de tipos, respecto de las que se estudia también su potencial impacto si se quisiera privilegiar los productos respetuosos con el medio ambiente y penalizar a los más contaminantes.

				

				
					 (32)  Resolución legislativa del Parlamento Europeo de 3 de octubre de 2018 sobre la COM(2018) 20 final, [https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-8-2018-0371_EN.html]. Concretamente, esta resolución propone un nuevo considerando 6b, donde se destaca que una gran cantidad de actividades económicas dentro de la UE se han centrado en el desarrollo sostenible basado en una economía más verde, así como en un crecimiento inclusivo. Afirma que estas cuestiones son claves para el desarrollo sostenible, el crecimiento económico y la revitalización de las zonas rurales, y que dentro de los objetivos de la Estrategia 2020 de la Comisión, los Estados miembros deberían tener oportunidades para modificar sus tipos reducidos teniendo en cuenta estos principios.

				

				
					 (33)  OCDE (2017), International VAT/GST Guidelines, París, OECD Publishing: 15-16: «Under the destination principle, tax is ultimately levied only on the final consumption that occurs within the taxing jurisdiction […] The application of the destination principle in VAT achieves neutrality in international trade […] Accordingly, the total tax paid in relation to a supply is determined by the rules applicable in the jurisdiction of its consumption and all revenue accrues to the jurisdiction where the supply to the final consumer occurs». Sobre las ventajas de este principio y otros sistemas mixtos, véase Senyk, M. (2020): The Origin and Destination Principles as Alternative Approaches Towards VAT Allocation, IBFD Doctoral Series, Ámsterdam: 79-93.

				

				
					 (34)  El nuevo art. 98.4 DIVA afirma expresamente que los Estados miembros podrán utilizar «la nomenclatura combinada o la clasificación estadística de productos por actividades, o ambas, con objeto de delimitar con exactitud cada una de dichas categorías». Esta afirmación es especialmente relevante debido a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, donde en reiteradas ocasiones ha tenido que pronunciarse sobre la utilización de ambos criterios –nomenclatura combinada o clasificaciones estadísticas nacionales– para determinar los bienes y servicios sujetos a tipos reducidos. Nos referimos a la reciente STJUE de 5 de octubre de 2023, Dyrektor Krajowej Informacji Skarbowej, asunto C-146/22. En este pronunciamiento, el Tribunal de Justicia, siguiendo una sentencia anterior similar (STJUE de 22 de abril de 2021, JK, asunto C-703/19), afirmó que los Estados miembros pueden usar los métodos que consideren más apropiados para delimitar los productos sujetos a tipos reducidos y que la nomenclatura combinada es solo uno de estos métodos. Con el nuevo artículo 98.4 DIVA se acaba cualquier duda al respecto que pudiera albergarse. 

				

				
					 (35)  La nueva Directiva sigue vedando la aplicación de tipos reducidos a los servicios por vía electrónica, con la excepción de los contemplados en los puntos 6-8 y 13 del Anexo III.

				

				
					 (36)  Para poder aplicar tipos inferiores al 5% o cero a las operaciones relativas a vivienda fuera del marco de la política social, el art. 98.2 establece que, a efectos de esta excepción, dichas transacciones se considerarán incluidas en el apartado 10 del nuevo Anexo III.

				

				
					 (37)  En el art. 105 ter se incluye también una excepción para la aplicación de tipos reducidos a operaciones relativas a la vivienda fuera del marco de la política social, permitiéndose seguir aplicando tipos reducidos no inferiores al 5%, y limitándose dicha alícuota a partir de 2042, cuando no podrá ser inferior al 12%.

				

				
					 (38)  Pese a la intención de la Comisión Europea de corregir la exención sobre los servicios de transporte de viajeros, el punto 5 del nuevo Anexo III sigue reconociendo un tipo reducido para el «Transporte de personas y transporte de los bienes que las acompañan, como equipajes, bicicletas, incluidas las bicicletas eléctricas, vehículos de motor o de otro tipo, o la prestación de servicios relacionados con el transporte de pasajeros». De hecho, la modificación de la Directiva posibilita que estos servicios queden sujetos a un tipo cero, lo que no parece estar en línea con la intención de la Comisión de avanzar en «una fiscalidad más verde del sector del transporte de pasajeros». 

				

				
					 (39)  Dentro de las distintas consultas vinculantes (CV) publicadas por la DGT que han tratado esta cuestión, debemos destacar las siguientes: CV2963/23, de 8 de noviembre de 2023; CV2068/21, de 9 julio de 2021, y CV2819-20, de 17 de septiembre de 2020. En ellas, la DGT recuerda que, respecto a las obras de renovación y reparación, se requiere que los destinatarios sean personas físicas o una comunidad de propietarios; que no actúen como empresarios o profesionales; que utilicen la vivienda para su uso particular; que la construcción de la vivienda o su última rehabilitación haya concluido al menos dos años antes de la reparación; y que el sujeto pasivo no aporte materiales para la ejecución o estos tengan un coste que no exceda del 40% de la base imponible de la operación. Por tanto, para que una instalación de placas fotovoltaicas pueda beneficiarse de un tipo reducido del 10% por tener consideración de obra de renovación o reparación deberán cumplirse los requisitos comentados, sobre todo que el coste de los materiales, es decir, de las placas en sí, no exceda del 40% de la base imponible de la transacción. 

				

				
					 (40)  Siguiendo las mismas consultas comentadas en la nota al pie anterior, respecto a la prestación de servicios de construcción y rehabilitación de viviendas la DGT considera que las operaciones realizadas deben: tener «la naturaleza jurídica de ejecuciones de obra»; ser consecuencia de contratos directamente formalizados o concertados «entre el promotor y el contratista»; estar destinadas a «edificios destinados fundamentalmente a viviendas, incluidos los locales, anejos, instalaciones y servicios complementarios en ella situados»; y consistir «materialmente en la construcción o rehabilitación de los citados edificios». Para el Centro Directivo, la clave reside en determinar cuándo la obra puede calificarse como de rehabilitación, para lo que trae a colación el Art. 20.Uno.22º.B) LIVA, que define sus requisitos: que su objetivo sea la reconstrucción de estas, condición que se cumple cuando más del 50% del coste del proyecto se corresponde con obras de consolidación o tratamiento de elementos estructurales u otras “obras análogas a las de rehabilitación” […]; y que el coste de las obras exceda del 25% del precio de adquisición de la edificación si se hubiese efectuado aquella durante los dos años inmediatamente anteriores al inicio de la rehabilitación o del valor de mercado de dicha edificación en el momento de su inicio. Las consultas desarrollan la interpretación de este artículo, especificando que dentro de una ejecución de obra de rehabilitación puede haber obras conexas, que son aquellas cuyo coste total debe ser inferior al de las de consolidación o tratamiento de elementos estructurales, siempre que estén vinculadas a ellas de manera indisociable y no sean de mero acabado u ornato. Dentro de dichas obras conexas se encuentran las de rehabilitación energética, que son aquellas «destinadas a la mejora del comportamiento energético de las edificaciones reduciendo su demanda energética, al aumento del rendimiento de los sistemas e instalaciones térmicas o a la incorporación de equipos que utilicen fuentes de energía renovables». La DGT considera que la determinación de las obras que pueden calificarse como de rehabilitación dentro de un proyecto total es una cuestión de naturaleza técnica que dependerá de la prueba de cada caso concreto. Como se puede concluir de esas consultas, la instalación de placas fotovoltaicas no podrá considerarse como conexa a una de rehabilitación si es una operación única e independiente de obras estructurales o análogas a estas.

				

				
					 (41)  Otra de las cuestiones que mayor trascendencia han tenido en relación al IVA de las placas solares utilizadas por particulares para el autoconsumo es la relativa al tipo de compensación que se puede recibir por el volcado de los excedentes de energía a la red general. La sujeción al impuesto dependerá de que la entrega de dicho excedente se incluya dentro del mecanismo de compensación simplificada recogido en el art. 14.4 del Real Decreto 244/2019, de 5 de abril, por el que se regulan las condiciones administrativas, técnicas y económicas del autoconsumo de energía eléctrica. De acuerdo con esta disposición, la energía excedentaria no tiene consideración de energía incorporada al sistema eléctrico, debiendo el comercializador hacer un balance de esta energía. En los procesos no acogidos a este sistema de compensación simplificada sí se considerará que la venta del excedente de electricidad al mercado es una entrega de bienes sujeta a IVA. Véase, como ejemplo, la CV 0958/20, de 20 de abril de 2020, donde una comunidad de regantes vende la electricidad al mercado, y la DGT considera que se trata de una actividad económica sujeta al IVA. Un detallado estudio sobre esta cuestión en Villar Ezcurra, M. y Cámara Barroso, M. C. (2022): Los incentivos fiscales al autoconsumo de energía solar fotovoltaica, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid. 

				

				
					 (42)  La Directiva (UE) 2018/2001del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2018, relativa al fomento del uso de energía procedente de fuentes renovables, como su mismo nombre indica, regula las energías renovables. En el Anexo IX se recogen las «materias primas para la producción de biogás para el transporte y biocarburantes avanzados», como determinadas algas, biomasa, biorresiduos, paja, estiércol animal, etc.

				

				
					 (43)  No debemos olvidar que en julio de 2022 el Parlamento Europeo aprobó seguir considerando al gas natural como una energía verde, idea que no parece haber sido trasladada a la Directiva IVA en relación con su consumo directo.

				

				
					 (44)  Este punto introduce la posibilidad de aplicar tipos reducidos para productos «destinados normalmente a la producción agraria, excepto bienes de capital como maquinaria o edificios; y, hasta el 1 de enero de 2032, suministro de plaguicidas químicos y fertilizantes químicos».

				

				
					 (45)  Actualmente, el art. 91.Uno.1.3º LIVA establece un tipo del 10% para los fertilizantes y plaguicidas de uso fitosanitario que se utilicen de forma habitual e idónea en actividades agrícolas, forestales o ganaderas, sin hacer distinciones en su composición. 

				

				
					 (46)  Un estudio de Copenhagen Economics, que comentaremos con más detalle en apartados posteriores, trató brevemente los inconvenientes de fomentar la aplicación de tipos reducidos de IVA a pesticidas y fertilizantes con menos sustancias químicas tóxicas. Este informe concluyó que no era una opción deseable, considerando que ambos tipos deberían quedar sujetos al tipo general, argumento que se basó en dos motivos. El primero, que la contaminación por pesticidas y fertilizantes está localizada en regiones muy concretas de la Unión Europea (Países Bajos, Dinamarca y, en aquel momento, Reino Unido), y que una limitación selectiva de la Directiva IVA a productos no químicos no afectaría únicamente a dichos territorios, sino que también perjudicaría a otras zonas donde su uso sí podría tener mayor sentido por el tipo de composición del suelo. El segundo, que la contaminación derivada de estos fertilizantes y pesticidas químicos se incrementa drásticamente con su uso incorrecto, por lo que abogan por crear tributos específicos sobre dicho mal uso que tenga en cuenta las características del terreno donde se usan. Copenhagen Economics (2008): Reduced VAT for Environmentally Friendly Products: 57-58. 

				

				
					 (47)  Geringer comenta que algunos autores han entendido que los tipos reducidos para la reparación de aparatos domésticos y el suministro de bicicletas también podrían entenderse como dirigidos a un objetivo medioambiental, pero al no tener una mención expresa en los considerandos de la Directiva no los considera como parte de esta finalidad extrafiscal. Geringer, S. (2023): “The EU VAT Rate Reform 2022 from an Environmental Policy Perspective”, EC Tax Review, n.º 1: 19.

				

				
					 (48)  El principio de “quien contamina paga” o el “polluter-pays principle” fue enunciado por primera vez por la OCDE en la Recommendation on Guiding Principles concerning International Economic Aspects of Environmental Policies de 1972. Este documento fue reemplazado por otro documento de la OCDE el 8 de noviembre de 2023, que puede encontrarse en [https://legalinstruments.oecd.org/public/doc/4/4.en.pdf]. Como resume el Tribunal de Cuentas Europeo, este principio se basa en que «quien contamina debería sufragar los gastos de la ejecución de las medidas de prevención y control de la contaminación impuestas por las autoridades públicas, para garantizar que el medio ambiente se encuentre en un estado aceptable. […] En términos económicos, se trata de la “internalización” de las “externalidades medioambientales negativas”. Cuando el causante debe sufragar los gastos de la contaminación, el precio de los bienes y servicios se aumenta para incluir estos costes. Así pues, la preferencia del consumidor por los precios más bajos incentivará a los productores a comercializar productos menos contaminantes». Tribunal de Cuentas Europeo, (2021): Informe Especial: principio de “quien contamina paga”: Aplicación incoherente entre las políticas y acciones medioambientales de la UE: 6.

				

				
					 (49)  De hecho, Eurostat a la hora de tener en cuenta los impuestos medioambientales no incluye el IVA en su análisis. El motivo es que, al ser un tributo deducible para la mayoría de productores, pero no para los hogares, no influye en la fijación de precios del mismo modo en que lo hacen tributos cuyo hecho imponible sea puramente medioambiental. Comisión Europea (2021): Green taxation and other economic instruments: Internalising environmental costs to make the polluter pay: 43.

				

				
					 (50)  El Libro Blanco sobre la Reforma Tributaria del Ministerio de Hacienda y Función Pública de 2022 afirmó: «aunque los objetivos que se persiguen pueden ser perfectamente atendibles, la literatura no ha encontrado, hasta ahora, argumentos suficientemente sólidos que avalen la utilización de los tipos reducidos para alcanzar tales fines. En tal caso, parece preferible, en aplicación del principio de neutralidad, establecer un único tipo de gravamen en el IVA y utilizar otros instrumentos más adecuados para lograr las finalidades examinadas, ya sea por la vía del gasto público o de otros impuestos, señaladamente, el IRPF». La propuesta concreta del Informe aboga por una eliminación progresiva de los tipos reducidos en España, planteando distintas formas de compensar a los hogares con menos rentas por el incremento de la carga tributaria que soportarían. Comité de personas expertas (2022): Libro Blanco sobre la Reforma Tributaria, Instituto de Estudios Fiscales, Ministerio de Hacienda y Función Pública, Madrid: 162 y ss.

				

				
					 (51)  Esta terminología se debe a la propuesta que hizo el economista Pigou en su conocida obra The Economics of Welfare, Pigou, A. C. (1946): La economía del Bienestar, Aguilar, Madrid. Estas teorías se han relacionado intrínsecamente con la acción tributaria como herramienta de corrección de externalidades del mercado, de manera que se ajusten los precios del mercado incorporando dichos costes experimentados por la sociedad por el consumo de tales productos o, en el caso de aquellos productos que conlleven externalidades positivas, fomentando su consumo. Esta teoría viene claramente definida por Martín Simón, que afirma que «siendo la causa de la divergencia las economías y las deseconomías externas, deberán subvencionarse las empresas o industrias que generen economías externas, y gravarse aquellas otras en las que prevalezcan las deseconomías externas». Martín Simón, J. L. (1987): “La influencia de las externalidades en la economía del bienestar. El enfoque tradicional”, Cuadernos de Economía, Vol. 15: 252 y ss. 

				

				
					 (52)  De acuerdo con lo afirmado por Pigou, el óptimo de producción ideal debe verse impulsado por esta creación de impuestos o de subsidios de manera que se alcance la producción ideal, «aquella que consiga que el precio de demanda del producto sea igual al valor monetario de los recursos empleados en producir una unidad marginal de producto; en otras palabras, será aquella producción que logre que, para la comunidad, el precio de la demanda y el precio de la oferta marginal sean iguales». Pigou, A. C. (1946): La economía del Bienestar…, op. cit.: 689.

				

				
					 (53)  Esta es la conclusión a la que llega también un informe del Parlamento Europeo, que afirma que, en los casos de reclasificaciones, es decir, bienes que pasan de tipo general a tipo reducido, la traslación de la bajada del IVA a los precios es “cercana a cero”. Este informe cita muchos otros estudios con resultados mixtos. European Parliamentary Research Service (2021): VAT gap, reduced VAT rates and their impact on compliance costs for businesses and on consumers: European Implementation Assessment: 54-55.

				

				
					 (54)  Carbonnier realizó un estudio económico de distintas alteraciones de tipos IVA en Francia, tanto subidas y bajadas de la alícuota general, como disminuciones para productos específicos, concluyendo que, en mercados competitivos, «firms reflect commodity tax variations more fully when the taxes increase than when they decrease». Al mismo tiempo, también destaca que los efectos son diversos según la reducción del IVA sea menor o de gran calado, afirmando que los costes fijos limitaban la reducción de precios tras pequeñas bajadas del gravamen del IVA. Carbonnier, C. (2011): “Is Tax Shifting Asymmetric? Evidence from French VAT reforms”, 1995-2000, Paris-Jourdan Science Economiques, vol. 34: 22-23.

				

				
					 (55)  COM(2003) 309 final, Informe de la Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo, Experiencia de la aplicación de un tipo reducido del IVA a algunos servicios de gran intensidad de mano de obra: 26. Este estudio analizó la evolución de los precios, en el empleo y en la economía sumergida de la reducción de tipos de IVA en 5 sectores: pequeños servicios de reparación de bicicletas, calzado y prendas de vestir; renovación y reparación de viviendas particulares; limpieza de cristales; asistencia a domicilio; y peluquería. La Comisión concluyó que: «Cuando los Estados miembros analizaron detalladamente sus precios, se puso de manifiesto que la repercusión de la reducción del tipo del IVA sobre los precios al consumo siempre era parcial, o incluso inexistente. Lo que, es más, generalmente tiene poco alcance y esta experiencia no ha demostrado que se mantenga en el tiempo. En consecuencia, el mecanismo económico de aumento de la demanda mediante una reducción sustancial de los precios no puede funcionar como prevé́ la Directiva. Por otra parte, estos resultados son coherentes con las conclusiones derivadas de los estudios realizados anteriormente. Si se compara con otras medidas que abordan directamente los costes del empleo, las repercusiones de la reducción del tipo del IVA sobre el empleo tienen siempre un coste presupuestario más elevado por puesto de trabajo creado».

				

				
					 (56)  En un estudio muy completo, donde se tienen en cuenta tanto aspectos económicos endógenos como exógenos respecto a variaciones de tipos de IVA, se concluye igualmente que la respuesta de los precios a los cambios de IVA es asimétrica, ya que responden más a los incrementos que a los decrementos. Benzarti, Y.; Carloni, D.; Harju, J. y Kosonen, T. (2018): “What goes up may not come down: asymmetric incidence of Value- Added taxes”, National Bureau of Economic Research Working Paper Series, n.º 23849: 27. Además, estos autores advierten de los riesgos de hacer reducciones temporales de tipos impositivos del IVA para estimular la demanda, porque consideran que podrían tener el efecto opuesto, haciendo que el precio de equilibrio final, una vez se ha retornado al tipo de gravamen superior, sea superior, y que los empresarios se beneficien a costa de los consumidores. 

				

				
					 (57)  El citado informe sobre los diferentes tipos de IVA para fomentar la innovación y un mayor respeto medioambiental llega a esta conclusión. Respecto a la elasticidad-precio de los productos energéticos o de la carne y los lácteos, afirma que son relativamente inelásticos, por lo que un cambio de precio del 10% producirá un cambio en la demanda muy inferior a dicho 10%. Respecto a la elasticidad cruzada entre productos verdes y no verdes, se afirma que hay poca evidencia científica, aunque se concreta que la existente sí reconoce la existencia de dicha sustitución en caso de incremento de precio de una de las categorías. Comisión Europea, DG Environment (2008): The use of differential VAT…, op. cit.: 134-135.

				

				
					 (58)  Además, la Comisión Europea también apunta a que, debido a las continuas innovaciones en tecnología ecoeficiente, los productos pueden dejar de ser los “más verdes” después de un periodo reducido de tiempo, y debería dejar de aplicárseles el tipo reducido correspondiente. Comisión Europea, DG Environment (2008): The use of differential VAT…, op. cit.: 3.

				

				
					 (59)  Por ejemplo, la OCDE cree que tiene más utilidad crear o elevar el impuesto a los carburantes que beneficiar los vehículos de bajas emisiones, ya que al fomentar su uso se dejan de incentivar otras opciones también positivas, como el mayor uso del transporte público o el transporte en bicicleta. OCDE (2011): Environmental Taxation: A Guide for Policy Makers, OECD Publishing: 3.

				

				
					 (60)  Esta “miopía” por la que “los consumidores tienden a dar mayor importancia a los costes y beneficios a corto plazo”, como la incertidumbre de gravámenes futuros es la que hace que el Libro Blanco para la Reforma Tributaria afirme que los impuestos sobre la adquisición de vehículos son más efectivos para dirigir las decisiones de compra de los consumidores hacia opciones ecológicas que el alza del impuesto anual de circulación. Comité de personas expertas (2022): Libro Blanco…, op. cit.: 274.

				

				
					 (61)  El Informe de la OCDE mide el coste presupuestario de la reducción de emisiones por toneladas de CO2. Afirma que un análisis de reducir en los países europeos el IVA de los frigoríficos eficientes llevaría a un coste de 73 euros por tonelada de CO2 evitada, lo que excede muchísimo lo que se esperaba obtener con el sistema de intercambio de derechos de emisión de CO2, entre 15 y 25 euros por tonelada. OCDE (2011): Environmental Taxation…, op. cit.: 6.

				

				
					 (62)  Copenhagen Economics (2008): Reduced VAT…, op. cit.: 43: «On efficiency grounds, we conclude first that a fixed amount subsidy is superior to a VAT reduction. Consumer choice and price differences are affected by a number of other factors than differences in development costs associated with building more efficient products […] high rated products such as A+ and A++ not only are more energy efficient, but also tend to be more luxurious. That is one of the reasons for them being more expensive. So a lower VAT rate not only is a subsidy to energy efficiency within a given size class, but also a subsidy to more upmarket products».

				

				
					 (63)  Si atendemos a los programas del Fondo Nacional de Eficiencia Energética (FNEE), vemos que en España no hay ayudas directas a la compra de electrodomésticos eficientes. De acuerdo con el Informe de 2020, existen seis programas activos: Programa de ayudas para la renovación de las instalaciones de alumbrado exterior municipal; Programa de ayudas para actuaciones de eficiencia energética en PYME y en gran empresa del sector industrial; Programa de ayudas para el cambio modal y uso más eficiente de los modos de transporte; Programa de ayudas para actuaciones de eficiencia energética en el sector ferroviario; Programa de ayudas para actuaciones de eficiencia energética en desaladoras; Programa de rehabilitación energética de edificios. Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, Memoria Idea 2020: 34.

				

				
					 (64)  En el análisis hecho en 2007, España era de los países con menor utilización de productos eficientes. Hemos de tener en cuenta que estos datos, además de estar desfasados temporalmente, son previos a la adopción de numerosas normativas tanto nacionales como europeas sobre el ahorro y la eficiencia energética. Véase Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, La Energía en España 2019, 2022: 220-232. Además, a partir de la crisis energética provocadas por la guerra de Ucrania, estas políticas de ahorro energético se han multiplicado, si bien no hemos encontrado estudios económicos que hayan concluido su impacto real en la actualidad. 

				

				
					 (65)  El Libro Blanco sobre la Reforma Tributaria considera que, aunque los tipos reducidos mejoran el carácter redistributivo del IVA, esto no tiene por qué ser necesariamente adecuado si se producen efectos negativos que se podrían evitar con medidas alternativas. Así, afirma que el beneficio que produce el abaratamiento de productos derivados de los tipos reducidos beneficia personas con mayor o menor renta, pero que son aquellas con mayores ingresos los que, en valores absolutos, se benefician en mayor medida de estas alícuotas reducidas. Concretamente, apunta a que el 55% del beneficio de estos gravámenes inferiores se concentra en el 40% de hogares más ricos, considerando más conveniente que se busque la redistribución a través de medidas en el IRPF. Comité de personas expertas (2022), Libro Blanco…, op. cit.: 160.

				

				
					 (66)  Comparativamente, el gasto de electricidad es donde se aprecia una mayor diferencia respecto a los gastos totales de los hogares, pues para el primer quintil supone un 2,1% de sus ingresos, mientras que para el quinto es solo un 1,4%. También en el caso del gas las diferencias son grandes, un 1,1% de coste para el 20% de hogares con menores ingresos respecto al 0,6% de los que mayores rentas obtienen. El estudio deja fuera de este análisis los costes en combustible para el transporte, donde aquellos segmentos poblacionales con mayores ingresos gastan mucho más que aquellos de menores rentas (3,3% por un 2,1% respectivamente). Copenhagen Economics (2008): Reduced VAT…, op. cit.: 11.

				

				
					 (67)  Herbain hace una defensa del uso de los tipos reducidos basada no en sus efectos reales ni en resultados económicos mesurables, sino en el hecho de que hayan perdurado en el tiempo, afirmando que su aplicación continuada sugiere la existencia de beneficios en mantenerlos. También declara que estos disminuyen la progresividad del impuesto como principio general, al tiempo que considera que permite a los Estados fomentar aquellos bienes “de mérito”, es decir, aquellos infraconsumidos por el mercado pese a sus externalidades positivas, como ocurre con los productos ecológicos. Pese a estas declaraciones de principios, admite que los tipos reducidos sobre productos eficientes que sean más caros pueden beneficiar a grupos de población que estarían dispuestos a realizar dicha inversión también en ausencia del menor tipo de IVA, y advierte de la posibilidad de que se produzcan efectos rebotes que lleven a un incremento de las emisiones totales. Herbain, C. (2020): “Should VAT…”, op. cit.: 72.

				

				
					 (68)  Kosonen y Nicodème abogan por las subvenciones directas por encima de los tipos reducidos en el IVA para productos eficientes. Entre las muchas ventajas que encuentran a las subvenciones, afirman que permiten segmentar a grupos de consumidores con menores ingresos y que evitan el problema de los free-riders comentado anteriormente. Kosonen, K. y Nicodème, G. (2009): “The role of fiscal instruments in environmental policy”, CEB Workinkg Paper, n.º 9: 26-27.

				

				
					 (69)  Enache trae a colación un estudio de la OCDE que afirma que la eliminación de los tipos reducidos permitiría bajar el tipo general por debajo del 15%. Además, considera que para beneficiar a los hogares con menor renta es más efectivo aplicar tipos generales y hacer reducciones en la imposición sobre la renta de aquellos ciudadanos con menores ingresos. Enache, C. (2022): “Europe Opened the Pandora Box…”, op. cit.

				

				
					 (70)  La OCDE avisa que este tipo de beneficios fiscales pueden tener el resultado de que aquellos que no puedan o deseen utilizar la opción eficiente subvencionen a los denominados free-riders, aquellos que la habrían adquirido incluso sin el menor tipo de gravamen. OCDE (2011): Environmental Taxation…, op. cit.: 4.

				

				
					 (71)  Para Geringer este traslado de rentas iría en contra del objetivo del IVA de ser un tributo que grave la capacidad económica manifestable a través del consumo. Insiste en que el alto coste de los bienes cuyo IVA será reducido no les permite ser más atractivos para las capas con menores ingresos pese a la menor tributación. Geringer, S. (2023): “The EU VAT Rate…”: 22.

				

				
					 (72)  El Institute for Fiscal Studies realizó un estudio sobre los elementos esenciales del IVA y, concretamente, sobre la aplicación de tipos reducidos para producir externalidades positivas, y apuntó a tres problemas específicos. El primero era que esto beneficiaba en mayor medida a los productos más caros. El segundo, que para los empresarios y profesionales con deducibilidad plena no supondría ventaja alguna, destacando específicamente en esta cuestión la utilización de tipos reducidos medioambientales en Portugal y Reino Unido. Pese a que el beneficio para el medio ambiente se produciría igualmente si el consumo lo realizan consumidores finales o empresarios, el tipo reducido solo beneficiaba a los primeros. Y tercero que, dado que los tipos reducidos afectan a todos los consumidores, sin excepción, se trata de un beneficio fiscal no diseñado para afectar solo a aquellos segmentos de población que consumen esos productos menos de lo que desearían. Institute for Fiscal Studies (Project leader) (2011): A retrospective evaluation of elements of the EU VAT system. Final Report, European Commission (TAXUD/2010/DE/328): 551-554.

				

				
					 (73)  Comisión Europea, DG Environment (2008): The use of differential VAT…, op. cit.: 4, 22-23, que lo considera limitado a regiones fronterizas. Para evitar estos efectos, el estudio de Copenhagen Economics propone que las subvenciones directas sobre el precio de productos eficientes sean disponibles para todos los consumidores cuando su atractivo de compra transfronteriza sea pequeño, mientras aboga por restringir estas subvenciones a residentes nacionales cuando dicho potencial de atracción de compradores extranjeros sea alto. 

				

				
					 (74)  Cabe recordar que los informes de la Comisión sitúan a España como el antepenúltimo país –25º– con menor recaudación por tributos medioambientales de la Unión Europea. Comisión Europea, Annual Report on Taxation 2023: 108.
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